Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:07). 


—Buenos tardes a todos. Damos comienzo a la sesión de la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda con la presencia de los representantes del Instituto del Niño y del Adolescente 
del Uruguay. 


Damos la bienvenida a su presidenta, Marisa Lindner y a todo su equipo, que concurrieron a 
los efectos de considerar lo previsto en esta Rendición de Cuentas del año 2015. Sin más, les 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA LINDNER.- Muy buenas tardes. Es realmente un momento importante para nuestra 
institución dado que venimos a rendir cuentas de lo actuado durante nuestro primer año de gestión, 
informar sobre el desarrollo del trabajo en 2016 y a proyectar la ejecución presupuestal para 2017, que 
son aspectos fundamentales en los procesos de la administración. Esto representa informar y 
comunicar, pero también evaluar y proyectar una institución que tiene una enorme responsabilidad 
establecida en sus mandatos legales, relacionada con la infancia y la adolescencia. Hace un año 
asumimos la gestión —siempre los primeros años son los más complejos— y lo hicimos con la 
responsabilidad de saber que estamos trabajando con temas muy sensibles, complejos y delicados 
para el desarrollo del conjunto de la sociedad. Llegamos con ideas, con compromiso, con convicción, 
con entusiasmo pero, también, con humildad. Necesariamente, cuando uno llega a una institución debe 
hacerlo reconociendo los mecanismos que existen, escuchando, dialogando y entendiendo, porque las 
instituciones no nacen en ese momento. Las autoridades a las que les toca conducir, deben asumir 
responsabilidades por un determinado tiempo. Cuando este directorio comienza su gestión, lo hace con 
parámetros absolutamente acordados en cuanto a que este debía ser un proyecto de trabajo que, de 
alguna manera, estuviera sostenido en los cambios, en las continuidades y en los desafíos. Cambios, 
porque son fundamentales; cambios, porque lo requieren los temas de la infancia y la adolescencia; 
cambios, porque sabemos que hemos avanzado enormemente en todos los indicadores que están 
vinculados con las situaciones socioeconómicas, particularmente el de la brecha de pobreza que hace 
unos pocos años —hace alrededor de diez— estaba casi en el 60 % y hoy no nos enorgullece, pero nos 
compromete a abordar la brecha social que aún existe en temas reconocidos, como la reproducción 
social de la pobreza en la infancia. 


Básicamente, asumimos estos desafíos, como decíamos, con cambios, pero también con 
continuidades, porque pertenecemos a una institución con una larga y rica historia, que surge en el año 
1934 y que es poco conocida y valorada. Ahí está la invitación a todos, a los parlamentarios y a la 
sociedad en su conjunto, a conocer más en profundidad ese intersticio cotidiano que es el trabajar con 
la infancia y con la adolescencia asumiendo las situaciones de mayor desprotección. 


Por lo tanto, son instituciones del viejo Estado que luchan con lo nuevo y lo viejo, y que están 
muy vinculadas a procesos que fueron contemplados en forma muy reciente en la historia de la 
humanidad por la Convención sobre los Derechos del Niño. Se trata de instituciones que cambiaron el 
paradigma, que siempre estuvo vinculado a la protección desde el punto de vista de la tutela y que 
ahora se asocia a la protección integral. 


Esto, que en definitiva puede dar recorridos enormes en los procesos de discusión, es 
fundamental, porque, tanto en la sociedad como en las instituciones que trabajan en infancia, conviven 
estos paradigmas. Los trabajamos, los analizamos, los reconocemos, para poder cambiarlos. Creo 
que a cualquiera de los que estamos acá hoy —que nos han reconocido trabajando en la institución— 
cada vez que entramos en un lugar no dejan de decirnos: «Yo le digo a mi hijo que si se porta mal los 
vamos a llamar». Esa es una anécdota, pero permite ver la realidad de cómo, sistemáticamente, se 
deposita a esta institución en el lugar del control, de la regulación, con la idea de que la resolución de 
estos problemas muchas veces se logra a través del encierro y de las disposiciones que llevan a los 
niños a perder la protección de los contextos familiares. Por supuesto que en esto hay 
responsabilidades y que aún existen —tanto en la interna de la institución como en el conjunto de 
instituciones— muchos núcleos duros, rígidos, creencias y prácticas que conviven y con las cuales 
tenemos que trabajar. 


Los aspectos vinculados con los problemas y las dificultades no nos pueden desviar de los 
horizontes que debe alcanzar nuestra sociedad en la compleja, difícil, pero apasionante tarea de cuidar 
y proteger a los niños. Hay que protegerlos caminando junto a ellos; hay que protegerlos a través del 
conjunto de la institucionalidad pública, pero fundamentalmente acompañando a las familias para poder 
cuidar, trabajando con la comunidad para que teja redes y trabajando el concepto de protección integral 
con toda la institucionalidad pública. 


Muchas veces se hace énfasis en que la responsabilidad del cuidado de la infancia recae 
exclusivamente sobre los hombros de la institución, pero nosotros creemos que necesariamente tiene 
que haber una discusión en la que cada una de las instituciones con responsabilidad como las de 
justicia, las que tienen responsabilidad en las políticas sociales, educativas, de salud y vivienda son 
parte del puzle necesario para trabajar en la integralidad que requieren los procesos de la infancia y de 
la adolescencia. 


Hay lógicas fundamentales que están vinculadas a los nuevos paradigmas que se están 
discutiendo hoy en nuestra sociedad a través del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Un 
elemento que nosotros rescatamos y del que nos apropiamos fuertemente, tiene que ver con una 
consigna con profundos contenidos: pasar de la lógica de las instituciones a la lógica de las personas. 
Quienes hemos trabajado en las instituciones públicas sabemos que es muy complejo, porque los 
cambios no empiezan cuando nosotros llegamos, sino que tienen que enraizarse en profundas 
convicciones y en horizontes que, en los temas de infancia, estén centrados en los derechos 
establecidos en la Convención de los Derechos del Niño y a través de todos los marcos jurídicos 
aprobados por el Parlamento en los último años, que realmente nos coloca en la región en una 
situación que nos enorgullece y también nos problematiza. No creemos que los marcos normativos y 
legales estén totalmente finalizados, porque este directorio se ha planteado dentro de sus objetivos 
revisar la Ley Orgánica del INAU, de la que esperamos tener documentos para presentar al Parlamento 
durante esta gestión. Pensamos que las instituciones deben cambiar, adecuarse y transformarse según 
las necesidades y los profundos cambios sociales, económicos y políticos que tienen las sociedades. 
En este sentido, existen elementos fundamentales en torno a cómo una sociedad define los períodos 
que tenemos que transitar como autoridades. 


Y esto se definió en esta misma sala en oportunidad de discutirse el presupuesto quinquenal. 
Cuando asumimos como autoridades definimos que íbamos a establecer y a concentrar nuestra 
gestión en seis grandes ejes estratégicos. Esos ejes estratégicos no dan sentido ni contenido al 
conjunto de la institución, pero sí colocan los énfasis con la convicción de que contribuyen a cambios y 
a transformaciones estructurales que son los que requieren las sociedades y, en particular, las políticas 
de infancia y adolescencia. 


Por lo tanto, hoy venimos a rendir cuentas sobre estos seis ejes estratégicos que reafirmamos 
no dan cuenta del conjunto de actividades, de proyectos, de líneas de trabajo que tiene nuestra 
institución pero, de alguna manera, concentran los elementos sobre los que nos comprometimos en el 
Presupuesto quinquenal y que estamos ejecutando particularmente en 2015 y 2016. 


Brevemente, voy a presentar los seis ejes estratégicos; cada uno será desarrollado por un 
integrante del directorio, en torno a lo que tiene que ver con sus objetivos, con las metas alcanzadas y 
con las proyecciones a llevar adelante durante 2016 y 2017. 


El primer eje fundamental de trabajo que compartimos con el conjunto de la administración de 
Gobierno está vinculado a la protección a la primera infancia, en el marco del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados. 


Este es un tema que el Parlamento discutió, analizó, legisló y priorizó como uno de los 
aspectos fundamentales de trabajo para los próximos períodos, con la convicción de que este ciclo vital 
es fundamental para el desarrollo del conjunto de la sociedad. Esto tiene que ver con aspectos sobre 
los que tenemos la convicción —muy lentamente porque no son temas que tengan mucho tiempo en la 
historia de las políticas públicas del país— de que la mejor inversión de una sociedad está centrada en 
poder brindar oportunidades y posibilidades a los más pequeños, particularmente, a la primera infancia. 


La primera infancia está definida como un ciclo en el desarrollo vital de total trascendencia por 
la repercusión que tiene en el desarrollo físico y motriz y en el desarrollo cognitivo y emocional. Por lo 
tanto, este eje será desarrollado en torno a la rendición y a la proyección de nuestra institución. 


El segundo eje está vinculado con el fortalecimiento de las capacidades institucionales. Se 
trata de cambios organizacionales que no son un fin en sí mismos sino que forman parte del proceso 
de readecuación y reestructura que está llevando adelante nuestra institución y que les vamos a 
presentar en titulares, aunque esperamos tener nuevas oportunidades para hablar de este tema en las 
comisiones de trabajo porque es de las reestructuras organizacionales más importantes que se han 
realizado en las últimas décadas en el organismo. Básicamente, ello tiene que ver con elementos 
relacionados con la transformación de las instituciones para adecuarlas a las realidades sociales que 
deben enfrentar. Es una reestructura organizacional que se vincula con el fortalecimiento de las 
capacidades para responder a tareas complejas. En este sentido, la profesionalización y 
especialización de los recursos humanos es un tema central. También son fundamentales los sistemas 
de información para poder tener y calificar las situaciones a la hora de tomar decisiones en la política 
de infancia. Asimismo, hay aspectos que están vinculados al tema de la comunicación, elemento que 
hasta el momento no había sido bien cubierto por nuestra institución y que se puede apreciar en las 
dificultades que hemos tenido para poder comunicar correctamente lo que hacemos en forma 
cotidiana. 


El tercer eje estratégico es el derecho a la vida en familia y el fortalecimiento de las 
capacidades parentales. En este sentido, está planteado desde la matriz del Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados, ir a una sociedad del cuidado, que pueda cuidar a toda su gente, 
fundamentalmente, a aquella que está en la etapa más temprana. En esto nuestra institución tiene, de 
alguna manera, una larga trayectoria en lo que atañe a la protección integral, fundamentalmente, 
aquella que ha implicado la internación de decenas y miles de niños a lo largo de los últimos años. Al 
respecto, debemos tener líneas muy claras de trabajo que cumplan con el derecho de los niños a vivir 
en familia, apoyando a las familias de origen, brindándoles condiciones, acompañándolas en ese difícil 
proceso de cuidar así como elementos que favorezcan, en caso de que no puedan cuidar, el cuidado 
de familias sustitutas, dentro del marco de las distintas modalidades que establecen las normas. 


El cuarto eje definido por esta administración es la vida libre de violencia para niños, niñas y 
adolescentes. Ha habido situaciones dolorosas, muy dramáticas, que interpelan al conjunto de la 
sociedad y también a nosotros como institución que trabajamos en el área de la infancia. Los temas de 
violencia de alguna forma entran en la política pública hace relativamente poco tiempo. Son temas 
naturalizados, que de alguna forma han convivido en los ambientes donde nacen y crecen los niños, 
muchas veces sin reconocer que detrás de esos hechos hay situaciones dramáticas, de horror, de 
dolor, de sufrimiento. Desde el Estado tenemos la responsabilidad de garantizar esos derechos y por lo 
tanto, de acompañar esos procesos sin revictimizar, sin volver a lastimar, sino reparando y 
construyendo posibilidades para que esos niños se reinserten en contextos familiares que les permitan 
desarrollarse y crecer. 


El quinto eje programático refiere al acceso a los bienes culturales, a los espacios públicos y 
el derecho a la ciudad. Es un eje muy nuevo en la institución pero que consideramos sumamente 
relevante respecto a aspectos centrales en cuanto a las posibilidades de garantizar los derechos. Me 
refiero al hecho de que los niños y los adolescentes tengan voz; que de alguna manera opinen y nos 
ayuden a comprender y que participen, fundamentalmente, en la toma de decisiones para su vida. En 
este sentido, el lograr el lugar de la voz de los niños y los adolescentes requiere de política pública 
comprometida, que vamos a desarrollar. 


El sexto eje, que presentamos el día que asumimos, se vincula con el apoyo a la 
descentralización del sistema de responsabilidad penal. Ya el Parlamento había tomado decisiones en 
cuanto a asegurar los procesos de descentralización en un marco normativo que, de alguna manera, 
descentralizaba las competencias institucionales. En ese sentido y en la medida en que se apuesta a la 
descentralización, se generan también elementos que tienen que ver con los horizontes y paradigmas 
con los cuales trabajar con los adolescentes que tienen situaciones de conflicto con la ley. 


En esto hay elementos muy importantes para trasmitir a este Cuerpo parlamentario. El 2016 
es el segundo año —también lo fue el 2015-— en que se dan cifras estadísticas que creo son importantes 
a la hora de evaluar las políticas. En nuestro país existe un 22% menos de adolescentes con medidas 


privativas y no privativas de libertad. De los 669 adolescentes con medidas privativas de libertad que 
finalizaron el 2014, llegamos a 511 al final del 2015. Este es un dato muy importante y poco nombrado 
que, de alguna manera, habla de que las redes y la protección a nivel de lo que implican las 
situaciones más críticas de vulnerabilidad, algún resultado están dando. Estos resultados se expresan 
con cifras, con números que creo que nos tienen que hacer pensar para redoblar las apuestas. 


En este sentido, con respecto a las medidas no privativas de libertad, el año 2014 cerró con 
667 jóvenes mientras que el 2015 finalizó con 538 adolescentes en esas condiciones. 


Esas cifras aún no nos conforman; realmente tenemos que seguir tejiendo, en la red social, 
elementos que permitan proteger a estos jóvenes y que no caigan en el delito, para que no tengamos 
que trabajar con ellos para generar procesos de inclusión social. 


Básicamente, en estos seis ejes programáticos es que hemos centrado nuestros esfuerzos y 
pasaremos a desarrollarlos. En lo personal, me tocará desarrollar los dos iniciales y luego mis 
compañeros van a seguir con los restantes porque creemos que es necesario tener información para 
poder analizarla, discutirla, polemizarla si es necesario. 


En lo que tiene que ver con el fortalecimiento de las capacidades institucionales, 
adelantábamos que aquí se juega gran parte de las posibilidades de que nuestro país tenga 
instituciones que realmente den cuenta de las problemáticas, pero también de las necesidades de la 
infancia y la adolescencia. En este sentido, quiero decir —reiterando lo que expresamos inicialmente— 
que no hemos llegado para descubrir la pólvora en la institución sino que tomamos, de alguna forma, 
elementos que analizamos durante el 2015 porque nos parecieron sumamente interesantes e 
importantes. Eso nos llevó a tomar decisiones que consideramos muy importantes en torno a lo que 
tiene que ver con la reorganización y la estructura institucional. Se han definido cambios 
organizacionales que priorizan algunos aspectos que consideramos importantes. En primer lugar, 
mencionamos el tema de unificar las políticas de infancia y de adolescencia a la interna misma del 
sistema del INAU. La institución se fue construyendo, se fue haciendo de forma fragmentada, 
desarrollando programas. Muchas veces se tomaron elementos sumamente ricos de lo que han sido el 
desarrollo de líneas de trabajo, algunas de ellas novedosas y otras que se reafirmaron con la 
ampliación de coberturas. Estamos hablando de una institución que creció enormemente en muchas 
coberturas y en diferentes aspectos vinculados a las distintas situaciones que viven los niños y 
adolescentes. 


Básicamente, hoy por hoy brinda cobertura a más de 85.000 niños, niñas y adolescentes a 
través de programas y el 94 % de esa cobertura está vinculada a procesos de prevención y de 
protección a través, por ejemplo, de clubes de niños, de CAIF o de centros juveniles; este es un 
elemento sumamente importante. Muchas veces nuestra institución es poco conocida en ese tejido 
permanente para que los niños no caigan y no pasen a situaciones de extrema vulnerabilidad. Esto se 
genera a través de las líneas de trabajo en todos estos programas que son muy valiosos, pero muchas 
veces el análisis que se vienen haciendo de la institución funciona de forma fragmentada, 
superponiéndose y no definiéndose por líneas de política. 


En este sentido, hay un aspecto muy importante porque hemos definido este cambio 
organizacional al volver a trabajar por líneas de ciclo vital. La creación del programa de primera 
infancia, infancia y adolescencia tiende a unificar las líneas de política —a través de los ciclos vitales— 
con dos grandes ejes transversales que consideramos necesario integrar a esas líneas de políticas de 
infancia. Por un lado, la protección integral de veinticuatro horas, otro eje programático que es 
necesario unificar a través de las líneas de política. Por ejemplo, este eje que incluye la primera 
infancia, no solo es a través de la ampliación de cobertura en los centros CAIF, sino que 
particularmente debe tender a generar líneas de trabajo con las situaciones de mayor vulnerabilidad y 
aquellos niños pequeños que se encuentran bajo disposición judicial a cargo de nuestra institución. 


Esto hace a un elemento de convicción en cuanto a cómo organizar las líneas de trabajo y 
las políticas de infancia: cada niño es único, así como lo son las familias, más allá de que distintas 
instituciones y programas trabajen con cada uno y con cada familia. Esto va a mejorar la calidad de las 
políticas, de los impactos y de los resultados. Estamos absolutamente convencidos incluso a partir de 
lo que ha sido el trabajo de decenas y decenas de funcionarios y funcionarias que estuvieron 


trabajando en la administración anterior, generando documentos y estableciendo criterios, inclusive 
llegando a algunos acuerdos con el sindicato —el Suinau—, que firmó un convenio donde se establecen 
algunas de las pautas contenidas en esta readecuación. 


Esta readecuación institucional también tiene un elemento central que es la descentralización 
territorial. Las políticas públicas necesariamente tienen el enclave en el territorio y a veces las 
instituciones nacionales tienen dificultades que no se pueden cubrir a lo largo y ancho del país, 
fundamentalmente, en aquellos lugares donde la desigualdad juega muy fuerte y, en particular, con los 
niños y adolescentes, privándolos a veces hasta de llegar a sus propios centros de estudio. 


Por lo tanto, esta readecuación tiene como elemento primordial la descentralización de la 
territorialización y poner a los niños y adolescentes como sujetos fundamentales de las líneas de 
trabajo institucional. 


Además, la readecuación institucional y los ejes de desarrollo en el fortalecimiento de la 
institución están centrados en la profesionalización y la especialización y acá hay mucha tarea por 
hacer. Básicamente, el conjunto de funcionarios y funcionarias de nuestra institución se ve 
cotidianamente enfrentado a situaciones que los desbordan, los superan y que muchas veces los 
frustran, y para las cuales es necesario brindarle mayor formación y capacitación. Estamos trabajando 
para calificar y mejorar toda la oferta pública, al traslado de un área de recursos humanos a otra de 
desarrollo humano, que tenga en cuenta efectivamente a los trabajadores y trabajadoras de la 
institución como eje fundamental en el desarrollo de la política. En esto hay algunas áreas claves que 
tienen que ver con todos los ejes. Seguramente en el correr de esta instancia vamos a informar la 
cantidad de llamados a concurso y la regulación de los talleristas que están en los artículos de 
discusión para este presupuesto, sobre el que venimos a discutir. 


Básicamente, se trata de aspectos fundamentales vinculados a mejorar la calidad de trabajo, 
y por lo tanto, otro punto de énfasis en este período es el fortalecimiento del Centro de Formación y 
Estudios —Cenfores- que tiene y tendrá una tarea muy importante —en el marco del Sistema Nacional 
de Cuidados— en la formación de los educadores de primera infancia y también a través del 
fortalecimiento tanto en aspectos de infraestructura y tecnología, como de los equipos llamados a jugar 
un papel central para llevar adelante este objetivo. 


Por otro lado, para el mejor desarrollo de las políticas públicas, es necesario jerarquizar los 
procesos de gestión pero, fundamentalmente, los procesos de planificación, monitoreo y evaluación. 
Por eso, la readecuación institucional creó e instaló el área de planificación estratégica y presupuestal. 
Esta es un área que se creó e instaló hace pocos meses y que, aunque no lo puedan creer, no existía 
en nuestra institución, vinculada a la evaluación y al monitoreo. En el presupuesto quinquenal ya 
estaba dispuesto el llamado a técnicos que por ingreso a la función pública puedan ir conformando esta 
área que es tan importante para el desarrollo de las políticas. Además, en esta readecuación 
institucional, estamos fortaleciendo y potenciando los niveles de supervisión que hoy por hoy se lleva 
adelante en todos los programas, pero que necesariamente tiene que ser unificada y básicamente por 
líneas de ciclo vital. Para eso se está trabajando en las líneas que hacen necesario que esa 
supervisión esté sobre la base de los lineamientos programáticos y no solamente de los aspectos de 
gestión. En este sentido, se han llevado adelante acuerdos de trabajo sustantivos e importantes. Se 
han hecho con la Oficina Nacional del Servicio Civil, en el marco del acuerdo firmado en junio de 2015 
y también con la OPP, a través del apoyo de Agev y de Agesic. Con esta última estamos trabajando en 
todo lo que definimos como plan estratégico de gobierno electrónico. Se han detectado 41 puntos de 
trabajo en torno a un plan que, por supuesto, no vamos a terminar en este período, pero sí hemos 
hecho un plan de gobierno electrónico que tiene que ver con esto de poder avanzar en una institución 
que tenga sistemas de información que permitan mejorar las políticas que llevamos adelante. También 
estamos desarrollando algunos proyectos con el Ministerio de Economía y Finanzas, con relación a los 
sistemas de información, los que pretenden mejorar las capacidades institucionales para estas líneas 
de trabajo. 


Otro elemento que queremos destacar y que colocamos como fuerte proceso de 
fortalecimiento institucional es la intención de pasar de ser una institución de trabaja sola y encerrada a 
una que lo hace en conjunto con todas las institucionalidades que tienen que ver con el desarrollo de 
políticas, particularmente, las universales. Creo que hemos generado aprendizajes importantes en 
torno a los procesos de más cercanía, con la finalidad de asegurar los contextos que den sostenibilidad 


a las trayectorias de los niños y adolescentes. Por eso, estamos trabajando junto al Mides y con el 
Consejo Nacional de Políticas Sociales y el Consejo Nacional Consultivo Honorario de los Derechos 
del Niño y Adolescente. En estos días, el Poder Ejecutivo va a terminar de discutir el plan de infancia y 
adolescencia en un contexto que de alguna manera tiene sus bases en la ENIA al 2020. En este 
período se ha discutido esto con el conjunto de instituciones que trabajan los temas de infancia y que 
pretenden dar sentido y contenido a todos los que estamos trabajando para mejorar las condiciones 
que tienen los más pequeños. 


Ahora pasaremos al segundo eje estratégico y si bien intentaremos ser sintéticos, no 
podemos ser menos explícitos, porque aquí decíamos que esta administración ha hecho una apuesta a 
los temas de primera infancia, lo que ha sido ratificado por este Parlamento a través de la aprobación 
de la ley que crea el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Aquí hay elementos que, como 
anunciábamos, son fundamentales. Como todos sabemos —también hay evidencia científica al 
respecto—, la apuesta a este período de la vida de los más pequeños es la mejor inversión que puede 
hacer el Estado. En ese sentido, este Parlamento discutió un presupuesto quinquenal que 
efectivamente da la responsabilidad a nuestra institución de gestionar uno de los ejes priorizados en el 
sistema nacional de cuidados a partir de la ampliación de cobertura histórica para nuestro país en torno 
a los más pequeños. Nuestra institución, por la definición de universalizar la cobertura para tres años a 
partir de la ANEP, se va a concentrar en la etapa de O a 2 años, gracias a la apertura de los centros 
CAIF y de los CAPI, Centros de Atención a la Primera Infancia, que son los oficiales. También este año 
se incorporó el programa Nuestros Niños de la Intendencia de Montevideo, por el cual se sumaron 17 
nuevos proyectos de trabajo a nuestra institución, como forma de unificar las líneas de atención a la 
primera infancia. 


En este sentido, y como parte de la rendición de cuentas del año 2015 podemos informarles 
que se inauguraron 17 nuevos centros CAIF, que ampliaron su cobertura a 1.428 niños y que, además, 
se amplió la infraestructura y las condiciones de ampliación de 22 centros CAIF más, con un total de 
740. Quiere decir que el aumento de cobertura total en el año 2015 fue para 2.168 niños de O a 3 años. 


Básicamente en esto, y en el proceso del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, las 
metas que nos estamos planteando son verdaderamente muy ambiciosas. En 2016, a la fecha, se 
abrieron 14 nuevos centros CAIF, por lo que se amplió la cobertura en 1.090 niños. Se construyeron 
dos centros nuevos para los ya existentes por mejoras de infraestructura, lo cual implica una inversión 
altísima por parte del Estado para la mejora de la calidad de atención de los niños más pequeños. 


Además, en lo que va de 2016 hemos ampliado la cobertura para 16 centros CAIF, con un 
total de 388 niños. 


Para finalizar, debo decir que este año estamos trabajando en la apertura y en la ampliación 
de 7 centros. A su vez, este año ya están en proceso de licitación, con la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, 16 nuevos centros que se van a abrir en los primeros meses del año próximo. 


Sin duda que para llevar adelante esto también es necesario fortalecer la estructura 
institucional. Es necesario fortalecer los procesos de formación porque en este tema hay claves 
fundamentales y es, como decíamos, determinar quién va a trabajar con los más pequeños. 


En este sentido, en 2015, el Cenfores logró la formación básica en primera infancia. 
Cursaron 657 personas y en la tecnicatura están estudiando 135. 


Debo señalar que esta apuesta se va a redoblar porque estamos reforzando la estructura del 
Cenfores a través de una proyección que dé cuenta de los puestos de trabajo necesarios para la 
proyección de las metas que tenemos planteadas. 


Por otra parte, en lo que tiene que ver con los desafíos para los próximos años —que 
seguramente continuarán en las próximas administraciones, pero que es necesario para poder dar 
cuenta de la proyección que estamos llevando adelante- no solamente importa la inversión en 
infraestructura sino también cómo gestionar con distintas instituciones públicas que tienen un actor 
clave en las intendencias departamentales: los terrenos para la construcción. En este aspecto se viene 


avanzando de una manera muy interesante. Todavía nos quedan para resolver varios de los lugares 
definidos para el quinquenio. Hemos tenido apoyos que queremos reconocer, brindados por parte de 
las intendencias departamentales, de la propia ANEP, donde se está proyectando la construcción de 
CAIF en conjunto en lugares donde se van a abrir jardines porque es importantísimo, en los contextos 
familiares, la cercanía y la posibilidad de trayectoria de los niños en los nuevos centros que se van a 
abrir, también facilitando a las familias las cercanías para lograr que todos los niños tengan las mejores 
condiciones. 


Aquí también es imprescindible señalar aspectos que, de alguna forma, no hemos presentado 
en este período. Se trata de un elemento muy importante en el marco de la readecuación institucional: 
la creación de la Secretaría Ejecutiva de Primera Infancia. En el Presupuesto quinquenal ustedes 
aprobaron un cambio que fue muy importante y que tiene que ver con la posibilidad de recrear un cargo 
existente en esta secretaría que da impulso a la formación y para todo lo que tiene que ver con los 
procesos de trabajo de manera directa con el directorio. Hemos jerarquizado, para construir el sistema 
integral de primera infancia dentro de INAU, la realización de esta secretaría que está en sus primeros 
meses de trabajo junto a la creación del programa de Primera Infancia. Me distraje con esto porque me 
parece fundamental. Es desde la Secretaría Ejecutiva de Primera Infancia desde donde se está 
trabajando para generar el fortalecimiento de las capacidades con las instituciones de la sociedad civil. 
El Estado uruguayo ha llevado adelante una política pública que es apreciada y reconocida por el 
conjunto de los partidos políticos existentes y representados en este Parlamento, a través de los 
centros CAIF. Para los desafíos que tenemos previstos para el quinquenio, es imprescindible trabajar 
desde nuestra institución a fin de favorecer, de potenciar el trabajo de las organizaciones sociales. Sin 
las organizaciones sociales es imposible que podamos dar cuenta de los procesos de gestión que 
tenemos planteados para los centros que están previstos para el quinquenio. 


En esto, sin duda, es importante poder generar líneas de trabajo en conjunto con otras 
instituciones, como el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Desarrollo Social, en torno a 
trabajar desde antes del nacimiento, desde el embarazo. Se trata de generar condiciones, 
particularmente desde los centros de primera infancia hoy existentes, desde los centros CAIF, desde 
los CAPI, desde las nuevas modalidades de atención —como las casas comunitarias de cuidado—, para 
que efectivamente se llegue a tiempo, de tal manera que cuando los niños ingresen al sistema ya haya 
un proceso de trabajo que permita cuidar mejor. Para eso, en el trabajo con las familias y 
particularmente en la detección precoz de las situaciones, consideramos que vamos a dar un paso 
importante en mejorar las condiciones de la infancia y la adolescencia en nuestro país. 


En este sentido, para el año 2017 —y estamos trabajando en eso-— está prevista la 
construcción de 15 nuevos centros CAIF, tal cual lo establece el presupuesto quinquenal. Pero además 
estamos trabajando para superar esta meta, a través del proyecto aprobado por el Banco 
Interamericano de Desarrollo para la construcción de 50 CAIF en el quinquenio. Estas posibilidades de 
ampliación de cobertura van a estar dadas no solamente por el presupuesto genuino, que se ha 
aprobado en este Parlamento, sino a través del préstamo que está concediendo el Banco 
Interamericano de Desarrollo, que empieza a ejecutarse en los próximos meses, y también a partir de 
la definición, tanto de ANEP como de INAU, de incorporarse a los proyectos de participación público- 
privada. En esto se viene trabajando a un ritmo acelerado para poder llegar a lograr las metas que 
están previstas. Por lo tanto, hoy tenemos una proyección para 2017 de construcción de 26 nuevos 
centros CAIF, 16 a través de la Corporación Nacional para el Desarrollo y 10 a través del préstamo del 
BID. Si la comisión así lo entiende, después podemos avanzar en cuáles son las zonas y los lugares 
que están previstos, tanto de los CAIF que se abrieron como de los que están en proceso y los que se 
van a llevar adelante. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (DARDO).- Voy a desarrollar de la manera más breve posible, porque 
seguramente después va a haber preguntas, dos de las áreas estratégicas que planteaba inicialmente 
la señora presidenta. Pero antes quería referirme al comentario que hizo la señora presidenta Lindner 
al principio de su exposición acerca de que estas seis líneas estratégicas estaban enmarcadas en un 
proceso de transformación y de cambio, que denominamos «readecuación», en el sentido de poder 
colocar al instituto de acuerdo y en tono con las necesidades actuales de nuestra infancia, con los 
cambios que no solo la sociedad uruguaya, sino la familia, etcétera, han vivido. En ese sentido, recoge 
trabajos que vienen siendo realizados por el organismo desde el período anterior. 


Yo quería hacer en este momento un especial reconocimiento a la decisión del nuevo 
directorio de retomar con responsabilidad estos trabajos que se realizaron en su momento, asumiendo 
aquello que les pareció podía contribuir a algo de lo que muchos estamos convencidos: que buena 
parte de la necesidad de cambios en las respuestas que la institución debe dar a los distintos 
problemas de la infancia y la adolescencia del Uruguay requieren de una institucionalidad diferente, 
con enfoques totalmente distintos en lo que tiene que ver con su gestión. Y es un reconocimiento en el 
sentido de que no es común en nuestras instituciones que quienes vienen no se vean tentados a algún 
mesianismo refundador de las cosas, sino que, efectivamente, recojan las cosas, las experiencias, los 
aportes, las acumulaciones que tienen y, claro está, por su propia impronta —que también las tiene— 
hay que recrearlas, reconstruirlas y desarrollarlas en este nuevo período. Es por eso que va este 
reconocimiento. 


Además, en este año y medio de gestión de este nuevo directorio —yo vengo del directorio 
pasado impulsando algunas de estas actividades- se han hecho cosas con una enorme 
responsabilidad en el sentido de asumir este proceso con una profunda actitud profesional, recurriendo 
a todo lo mejor que el país pueda aportarle a las políticas de infancia; pero además de eso, es un 
proceso profundamente integrado con el conjunto de los trabajadores de la institución. Creo que nadie 
ha tomado conciencia de la dimensión que ha tenido este proceso de cambio, de transformación de un 
organismo como INAU, de más de 80 años de historia. Es uno de los principales organismos en 
términos de cantidad de funcionarios y de presupuesto en el Estado. Y estas cosas se realizaron en 
poco menos de dos o tres años, sin un conflicto por este tema, sino todo lo contrario, con el apoyo, el 
acompañamiento de los propios trabajadores, de la institución, de los funcionarios, acordado con su 
sindicato. Y, sobre todo, hay una cosa muy importante: no hemos pedido en el presupuesto nacional un 
peso adicional para procesar estos cambios. Los estamos haciendo con los recursos que cada 
institución ya venía manejando. Quiero hacer este reconocimiento porque, si bien uno es parte del 
proceso, es un trabajo de equipo, un trabajo profundo en el que me enorgullezco de haber sido 
coparticipe. 


En ese proceso de transformación diría que el área del fortalecimiento de las capacidades 
parentales es para la institución uno de los principales desafíos. Yo diría que las seis líneas 
estratégicas que están planteadas acá, como dijo la propia presidenta, en realidad son un resumen de 
las prioridades, de los elementos centrales en los que se quiere poner foco. Como ustedes conocen, la 
institución tiene una enorme cantidad de competencias, pero hay algunas que son especialmente 
urgentes de resolver. Todos los días del año, durante mucho tiempo, recibimos situaciones que son 
consecuencia de profundas crisis familiares, que tienen un conjunto enorme de causas que las 
provocan, que la gente las conoce, en el mejor de los casos, cuando alguna aparece en la prensa pero 
que, en realidad, se conocen cuando llegan al INAU; pero cuando llegaron a INAU hay toda una 
historia detrás de esas vidas, de esos niños, de esas niñas y de esas familias, y también participaron 
otros actores de la sociedad, como la comunidad, el sistema educativo, el sistema de salud. Yo diría 
que llegan al INAU cuando todos esos actores, de algún modo, han fracasado en el intento por 
sostener esto que es corresponsabilidad de todos: el cuidado, la crianza y el desarrollo de los propios 
niños. Y la institución, que es como la última trama de la malla que tiene que sostener ese proceso, 
tiene que dar respuesta a esto. Sin embargo, muchas veces sentimos que tenemos instrumentos que 
corresponden a otra época y por esa razón es que el proceso de transformación no solo es estructural 
u organizativo, sino que tiene que ver con un cambio profundo en nuestra forma de entender cómo se 
construye una respuesta basada en un enfoque respetuoso de los derechos de los niños. 


Entonces, esa es una de las áreas fundamentales y más antiguas del Estado. El Estado 
siempre ha tenido este sistema de respuesta de protección a aquellos niños que, por alguna razón, 
han tenido que salir de sus familias de origen, y en la mayoría de los casos por un proceso judicial en 
el que se termina decidiendo que el núcleo familiar donde el niño está viviendo no reúne las 
condiciones básicas para sostener con dignidad su vida, ya sea porque sus derechos están siendo 
vulnerados o porque están en riesgo de serlo. En esos casos el niño termina en la institución. 


Básicamente, en este proceso de cambio, la creación del programa de cuidado parental es 
uno de los desafíos más importantes que tenemos por delante en la institución. Hasta ahora, hemos 
tenido algún tipo de respuesta para ese tipo de situaciones. Lo más común, lo más conocido, son los 
hogares. Si uno pregunta a una persona cualquiera a dónde va un niño separado de su familia de 
origen, la respuesta es que el niño es enviado a un hogar. Ahora bien; ¿cuál es el problema con el 
hogar? Toda la literatura vigente, las recomendaciones de los organismos especializados y la 
acumulación científica están indicando de forma clara y concreta que un hogar residencial del tipo que 


teníamos hasta ahora no es la respuesta adecuada para que un niño pueda desarrollarse. Por el 
contrario, sabemos que no solo no es una respuesta adecuada, sino que además los sistemas de 
internación producen daños adicionales. Basta con imaginar una situación típica de un bebé menor de 
un año que debe internarse en un centro. Hace un tiempo se hizo una encuesta en la que se preguntó 
al ciudadano en general cuál consideraba que era el mejor lugar para un niño que tenía que estar 
separado de los cuidados familiares, y el resultado fue que era un hogar del estado. El énfasis estaba 
dado en que el hogar tenía que reunir determinadas condiciones, tales como que el lugar estuviera 
limpio, que contara con personal especializado y servicios médicos y toda una serie de servicios 
adicionales. Sin embargo, nos dimos cuenta de que eso no estaba bien y de que cualquier alternativa 
familiar, desde el punto de vista del desarrollo de esos niños, es muchísimo mejor que los sistemas de 
internación. 


Ahora bien; ¿cuál es el problema que enfrentamos en la institución? Concretamente, 
tenemos pensado un sistema que se focaliza en centros de atención de 24 horas. Pero hay otra 
historia en paralelo en la institución, que es otro tipo de respuesta que existe casi desde la propia 
creación del antiguo Consejo del Niño; me refiero al sistema de cuidadoras. El Estado uruguayo ya 
había iniciado un proceso, tratando de evitar la internación de los niños y adolescentes en centros de 
esta naturaleza. Para sintetizar en qué consiste esta necesidad de un cambio profundo en los sistemas 
de atención y respuesta a las crisis familiares, podemos decir que estamos en un proceso de 
transformación, en primer lugar, de los centros de 24 horas en centros de atención y fortalecimiento 
familiar. ¿Qué quiere decir esto? Significa que estamos en un proceso paulatino de convertir unos 
centros que estaban especialmente pensados para dar residencia a los niños que iban a estar allí 
internados y que de algún modo nuestros equipos técnicos trataban de revincular a sus familias de 
origen, porque ese es nuestro primer mandato. Debemos recordar que el Código de la Niñez y la 
Adolescencia —y aunque este no lo establezca—, así como el sentido común, el desarrollo académico y 
las convicciones éticas, nos obligan a asegurar que los niños puedan crecer en su contexto familiar de 
origen. Ese es nuestro primer deber como sociedad y como institución. Por lo tanto, nuestro primer 
trabajo y esfuerzo es fortalecer las capacidades familiares de aquellas personas que aún mantienen 
vínculos con sus niños en sus comunidades, casas, etcétera. Una vez que ello no pueda ser 
asegurado, debe operar un conjunto de respuestas adicionales. 


El proceso de los centros de atención a la infancia se inició, no solo a partir de la convicción 
de la que hablé anteriormente y de la necesidad de brindar a los niños un ámbito familiar para su 
desarrollo —en cumplimiento del derecho que tienen a vivir en familia—, sino por la urgente necesidad 
que existe por generar un conjunto de respuestas adicionales que permitan aprovechar todos los 
recursos con que cuenta la institución INAU en el país. El INAU debe ser una de las instituciones que 
más presencia en el territorio tiene, ya que cuenta con más de mil puntos de contacto, incluidos los 
CAIF, los Centros de Primera Infancia, los equipos técnicos que trabajan en el territorio, los centros 
juveniles, los clubes de niños, etcétera. Se podría decir que abarca el conjunto de la población y del 
territorio nacional. 


La transformación de los hogares tradicionales en centros de acogimiento familiar implica 
poner el énfasis en el revínculo de los niños con su familia de origen. Si la familia de origen no está en 
condiciones de hacerse cargo de ese proceso y de tratar de encontrar en su entorno familiar más 
inmediato una posible vinculación —ya sea por la vía de una familia extensa o de un familiar con cierta 
relación de consanguinidad—, habría que apelar a familias cercanas al entorno comunitario para que 
este niño o niña pueda mantener sus vínculos, entre los que se incluyen sus compañeros de escuela, 
de clase, etcétera. Si aun así no se encuentra una solución, se debería apelar a un mecanismo de 
familia que no haya tenido con estos niños un vínculo específico. 


Dentro de este proceso existe otro elemento que es el siguiente. No solamente queremos la 
transformación de los centros de veinticuatro horas en centros de acogimiento y fortalecimiento familiar, 
pues la necesidad de trabajar en el fortalecimiento de las capacidades parentales implica un trabajo del 
conjunto de servicios y dispositivos que la propia institución tiene en los distintos ámbitos territoriales. 
La idea es preparar a los recursos humanos que la institución posee para que puedan detectar 
tempranamente estas situaciones y dar respuesta al fortalecimiento de las capacidades parentales de 
estas familias. 


Actualmente, la institución tiene siete tipos o modalidades de acogimiento familiar, cada una 
con sus características. 


A una primera modalidad le llamamos familia extensa, que son las familias que tienen algún 
tipo de parentesco por consanguinidad con ese niño o grupo de hermanos. 


La segunda modalidad es la familia ampliada, que posee un parentesco o relaciones por 
afinidad con estos niños. 


La tercera modalidad es la familia ajena, que es aquella que no tiene vínculos previos con 
estos niños. 


Otra modalidad, es la de familias especializadas, que están preparadas para dar respuesta a 
aquellos niños que demandan cuidados especiales, ya sea porque son bebes o porque tienen algún 
tipo de discapacidad. 


Trabajamos también con familias de cuidados transitorios o de urgencias. En este caso, las 
familias están preparadas para atender situaciones de urgencia, como son las que se presentan en 
horas de la noche y no hay lugar en los servicios que atienden este tipo de situaciones de manera 
rápida. 


Asimismo, prestamos asistencia con familias de atención permanente para aquellos casos de 
niños y adolescentes que no tienen otra posibilidad de convivencia. Esta situación se da mucho con 
niños y adolescentes que tienen una larga trayectoria en la institución, que no tienen familia, que están 
en condiciones de ser adoptados pero no encuentran una familia que los acoja y, por lo tanto, deben 
permanecer por largo tiempo en la institución. En estos casos, las respuestas de internación y familiar 
juegan un rol fundamental a favor de un contexto que les permita una calidad de vida mejor que las que 
tienen. 


En cuanto a la retribución para las familias que cuidan bajo las modalidades que he 
mencionado, tenemos una gama va desde una BPC a 5 BPC. Esto está íntimamente vinculado a las 
características propias de los niños, a las necesidades y al tipo de cuidado que se va a desarrollar. 
Para ello se realiza un estudio técnico previo, con el que se establece cuáles son las necesidades de 
esos niños y, en función de ello, se determina el tipo de prestación. 


Dado que las situaciones que atendemos cambian permanentemente, aunque como todas las 
cifras en el Uruguay cambian poco, pues no se producen cambios bruscos, los datos que voy a referir 
tienen relativa estabilidad. En atención residencial de O a 17 años, tenemos 2778 niños, lo que 
representa una gran cantidad. Por eso decíamos que el proceso de desinternación en el que estamos 
inmersos implica el fortalecimiento de nuestra capacidad de encontrar modelos de familia alternativos 
con el fin de disminuir el máximo posible esta cifra que es muy importante. Precisamente, Uruguay ha 
sido observado por el Comité de Derechos Humanos, por tener este tipo de respuestas todavía 
vigente. Por tanto, nos sentimos mucho más comprometidos a seguir en la búsqueda de un modelo 
que pase de las opciones residenciales a los distintos modelos de familia alternativos. 


Dentro de las distintas modalidades de acogimiento familiar, tenemos 1375 niños y 
adolescentes. Quiere decir que, en total, con las dos modalidades, la institución atiende en régimen de 
24 horas —por decirlo de manera sencilla—, 4153 niños. 


Por último, quiero destacar el trabajo que se está haciendo en torno al proceso de 
transformación de los centros de 24 horas en centro de acogida. Dicho sea de paso, esta iniciativa 
surge del trabajo conjunto entre consultores externos y equipos técnicos del INAU, que se dedican 
desde hace ya tres años al rediseño de los instrumentos, de modo de poder hacer efectivo este 
proceso de transformación, pues es necesario recrear instrumentos pero también redefinir 
infraestructuras. Aquella idea de los hogares tipo complejo asilar, obviamente no se adecua a este tipo 
de modelo que privilegia el acogimiento familiar y requiere de una infraestructura diferente. Si bien 
deben tener espacio para las residencias —porque hay que responder a las emergencias—, su 
infraestructura tiene que estar más centrada en el trabajo con la familia, el apoyo, el encuentro con sus 
padres o sus familias biológicas para seguir evaluando su reintegro. Por lo tanto, aquí también estamos 
en un proceso de transformación de las infraestructuras que tiene la institución y, por cierto, a pesar de 


no tener tantos recursos destinados a estas inversiones, a fines del período vamos a estar muy 
avanzados y con un modelo que se acerca bastante a las necesidades requeridas. 


(Ocupa la presidencia la señora senadora Daniela Payssé). 


—Algunos de los avances son los siguientes. Hay una transformación metodológica en muchos 
de los hogares en Montevideo y en algunos departamentos del interior que están haciendo este 
proceso de convertirse en centros de acogida. Al mismo tiempo, estamos en el desarrollo de una 
primera fase de supervisión unificada de centros oficiales y convenios. Esta es otra característica de 
este proceso. Hasta ahora, en la institución se separaban los convenios del INAU con sociedades 
civiles, de los realizados con los servicios oficiales. En este proceso de cambio estamos considerando 
todos los servicios como un sistema, independientemente del tipo de vínculo contractual o de convenio 
que se tenga con la institución. 


Por otra parte, estamos en un proceso de capacitar, orientar y asesorar a los equipos que 
forman parte de los proyectos de trabajo. La idea es tener un proyecto de atención integral de cada 
niño para que cada uno tenga un proyecto que posibilite saber en qué condiciones ingresó y que haya 
un trabajo que, por lo menos, permita identificar cuál es la estrategia de salida para ese niño, lo que 
sería planificado por los equipos técnicos y por quienes están en contacto todos los días con él. Esto 
requiere de sistemas de información permanente —que están siendo actualizados- que permitan a los 
educadores y a los técnicos tomar decisiones de manera oportuna y rápida, y no tengamos que estar 
recurriendo permanentemente a informes o a recopilación de información, sino que se cuente con 
información rápida para que de esa manera la justicia también pueda actuar con mayor celeridad. 


Me voy a saltear un conjunto de acciones que está llevando adelante la institución para hacer 
el proceso de cambio al que hice mención y paso a referirme a la creación, hace muy pocas semanas, 
del programa de fortalecimiento y acogimiento familiar. Esto, de algún modo sintetiza, en el marco de la 
subdirección general programática, la voluntad y la decisión de poder llevar adelante, de manera 
sistemática, todo este proceso de cambio y la creación de una unidad de valoración de familias de 
acogimiento, con un conjunto de herramientas muy importante para poder desarrollar el proceso de 
selección y, además, brindar a los supervisores herramientas para acompañar y supervisar el trabajo 
que se está llevando a cabo. 


Otro de los elementos que está incluido dentro de las seis líneas —entre ellos figura el Inisa— 
tiene que ver con el desarrollo de un programa que hemos denominado «una sociedad libre de 
violencia». En este sentido, creo que el tema de la violencia tiene mucho que ver con las condiciones 
en que tenemos que dar respuesta a los niños que padecen algún tipo de crisis familiar. Algunas 
décadas atrás, quizás, las primeras causas para la internación de los niños tenían que ver con las 
condiciones de pobreza, de exclusión, etcétera, pero hoy estamos viendo que una parte muy 
importante de niños que recibe la institución llegan por problemas de violencia, de maltrato, de abuso. 


Como vemos todos los días, esto es algo que cada vez está más presente en nuestra 
sociedad. Por lo tanto, queremos darle un lugar central en nuestra estrategia de intervención del 
quinquenio a las líneas que el instituto ya viene desarrollando desde hace muchísimo tiempo. Es más, 
creo que el INAU fue de los pioneros en desarrollar —estoy hablando de más de una década atrás— 
iniciativas que tienen que ver con respuestas a las situaciones de maltrato y abuso en las familias. Una 
de las primeras acciones fue llevada adelante por María Elena Laurnaga —lo recuerdo porque fue 
compañera de trabajo—- y por Mariela Solari, hoy en Uruguay Crece Contigo. En aquel momento 
diseñaron un primer dispositivo de atención a niños y niñas que padecían violencia familiar que 
funcionaba en el marco de la sociedad civil y que se llamó El Faro. Luego, siendo directora del Iname 
la ex diputada Beatriz Argimón, se crea el primer convenio para establecer una respuesta estatal a este 
tipo de situaciones. Estoy hablando de casi veinte años atrás, es decir que la institución tiene una larga 
trayectoria de reconocimiento de que este es un problema importante. Luego fueron agregándose 
colectivos e instituciones que, junto con la institución, han dado respuesta a esta problemática. 


Más allá de reconocer los aportes de la sociedad civil, creemos que el INAU debe ser una de 
las instituciones que más servicios tiene disponibles para atender. De todas maneras, son insuficientes, 
porque los números han ido creciendo. Para que tengan una idea, durante el 2015 se registraron 1.908 
situaciones de maltrato y abuso sexual hacia niños, niñas y adolescentes. Estos son los que fueron 


registrados y atendidos por la propia institución y no muestran los eventos que efectivamente existen; 
con seguridad esto está subdeclarado. En el 2011 tuvimos 824 casos, lo que nos hace suponer que 
ahora se han generado las condiciones —esa es la hipótesis más certera— para que la gente denuncie y 
acuda a los servicios que están disponibles. Es decir que ha aumentado considerablemente la 
demanda de que el Estado dé respuesta a esta situación. Por lo tanto, la institución debe adecuar los 
servicios que tiene para ser eficiente a la hora de dar respuesta. 


Para este período de Gobierno nos propusimos algunos objetivos, que voy a pasar a relatar. 
Me voy a referir a las metas, a lo que hemos logrado hasta ahora y a lo que tenemos planteado como 
desafío. 


En primer lugar, una unificación conceptual y operativa de las distintas áreas que funcionan en 
la institución en relación con los distintos tipos y manifestaciones de la violencia. Nosotros trabajamos 
con situaciones de trata, explotación sexual, violencia intrafamiliar, violencia institucional, etcétera; 
quizás haya habido desarrollos en paralelo —ya lo estamos logrando, porque ya se está trabajando y 
está siendo traducido en documentos, protocolos de trabajo e instrumentos para la capacitación y 
formación de los recursos humanos— en cuanto a generar marcos conceptuales unificados, comunes, 
que permitan, no solo a las áreas especializadas, sino al conjunto de la institución poder manejar los 
mismos conceptos y actuar en aquellos ámbitos en donde están. 


En este marco se crea el eje programático específico de derecho a una vida libre de violencia 
que lo que intenta es jerarquizar, tanto en la agenda interna institucional como también en un correlato 
claro del presupuesto que este Cuerpo aprobó, el fortalecimiento y la articulación de las políticas de 
prevención, detección precoz, atención, protección y reparación en situaciones de violencia en el 
ámbito doméstico, comunitario e institucional. Se conforma por una resolución del directorio un grupo 
de trabajo que en este momento está elaborando el plan director institucional 2017-2020. Como decía 
anteriormente, este es un equipo de trabajo que trasciende las áreas especializadas que es la dinámica 
que queremos romper; esto no es solo un asunto de las áreas especializadas, sino que es un asunto 
del conjunto de la institución y hacia afuera del conjunto de la sociedad; somos corresponsables y 
coparticipes del proceso de transformación de esta realidad que implica la violencia en todas sus 
manifestaciones. 


Contamos con algunos servicios específicos como los que están formando parte de esta 
elaboración. En el área de atención a víctimas de explotación y trata trabajamos con el programa 
Travesía en Montevideo y otro equipo en Paysandú conformados desde el INAU —es decir que son 
servicios oficiales—; además, tenemos dos convenios, uno con la institución Gurises unidos y otro con 
el Paso, si bien Travesía atiende en Montevideo y parte de Canelones, estos dos proyectos atienden el 
resto del interior en una tarea itinerante a lo ancho y a lo largo de todo el país. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Otheguy). 


—Además contamos con algo poco conocido —siempre estamos a tope de la cobertura— que 
son cinco albergues en Montevideo para mujeres con niños y adolescentes, que han sido víctimas de 
abuso. Tenemos nueve servicios específicos de atención en Montevideo y Canelones. A este proceso 
de trabajo al que anteriormente hacía referencia, hemos incorporado a la subdirección general 
programática, a la subdirección general territorial, a la línea azul —ámbito en el que se recepcionan las 
denuncias telefónicas— al sistema de información para la infancia, así como áreas específicas como la 
jurídica. Además, el proceso de elaboración de este nuevo documento nos va a permitir elaborar el 
plan director 2017-2020 que cuenta con el apoyo de Unicef. 


En 2016, en el proceso de reestructura, se consolida un área específica, que es un programa 
de intervenciones especializadas en el marco de la subdirección general programática que es donde 
está anclado este programa. Se continúa fortaleciendo la articulación interinstitucional nacional y 
territorial a través de la coordinación que INAU realiza a través de Sipiav. Dicho sea de paso, vale 
mencionar que ya hemos alcanzado a 26 comités de recepción locales de Sipiav en todo el país. Por lo 
tanto, tenemos una cobertura amplia para recepcionar denuncias y en algunos casos poder dar una 
primera respuesta a las situaciones que allí llegan. 


La institución continúa presidiendo el Conapees, donde se está elaborando el segundo plan 
nacional que contiene más de cien acciones para erradicar la explotación sexual comercial y no 
comercial de la niñez y de la adolescencia. Tenemos la expectativa de poder presentar este segundo 
plan en la fecha en que se celebra el Día Nacional de lucha contra la explotación sexual comercial de 
niños, niñas y adolescentes, es decir, el 7 de diciembre. 


Estamos creando nuevos perfiles profesionales en el Instituto, que recogen la necesaria 
especificidad y apuntan al fortalecimiento de las políticas en el territorio. En ese sentido, aspiramos a 
tener un referente territorial en violencia basada en género y generaciones, por departamento. Esto no 
quiere decir que sea la persona que se encargue de este tema pero sí quien de algún modo sintetice 
las políticas a nivel del territorio. Para los casos de Montevideo y Canelones, habrá un especialista por 
cada una de las regionales. En este momento está en curso un llamado para proveer estos cargos en 
los 19 departamentos, así como otros llamados para proveer cargos relacionados con la asistencia 
técnica para la coordinación del Sipiav y de la Conapees. 


Por otro lado, estamos creando nuevos servicios para la atención integral y promoción de los 
procesos de reparación en situaciones de maltrato, abuso sexual, explotación y trata, en convenio con 
la sociedad civil. Actualmente estamos haciendo siete llamados —que están en curso, como dije 
anteriormente— en Maldonado, Paysandú, Rivera, Salto, Canelones, Ciudad del Plata y Montevideo, 
que se van a sumar a los servicios que ya existen, inclusive, en los comités de recepción local, que ya 
mencionamos. 


Asimismo, INAU participa en el plan nacional de acción para una vida libre de violencia de 
género con mirada generacional. Al respecto, participamos activamente en el plan 2016-2019. También 
participamos en el proyecto de ley que apunta a garantizar a las mujeres una vida libre de violencia 
basada en género, que se está considerando a nivel de este Parlamento. 


El directorio aprobó el protocolo que está dispuesto en la Ley n.* 18.561 de acoso sexual | y 
lo va a poner en práctica en estos días. 


Desarrollamos a lo largo y ancho del país encuentros regionales entre el Poder Judicial, las 
fiscalías y las propias estructuras del INAU. Ya hemos tenido encuentros regionales en Trinidad, 
Soriano, Maldonado y están pendientes reuniones en Rivera, Canelones y Montevideo en las que se 
pretende abordar, justamente, estas situaciones con los propios fiscales y con los jueces. 


Por otro lado, en el marco de la Presidencia Pro tempore de Uruguay de la Comisión 
Permanente Iniciativa NiñOHSur —relacionada con la violencia sobre niñas, niños y adolescentes— 
recibimos la visita de la relatora especial Marta Santos Pais. 


También hemos desarrollado una línea de trabajo específica para la prevención, detección 
precoz, atención, protección y restitución en situaciones de violencia institucional, es decir, no solo en 
lo que hacemos hacia afuera sino también dentro de la propia institución, para tratar de prevenir y en 
todo caso intervenir en situaciones que estén presentes hechos de violencia en sus diferentes 
manifestaciones. 


Por último quiero decir —salteándome algunas de estas iniciativas— que se está actualizando 
un manual de procedimientos administrativos y de toma de decisiones sobre niños, niñas y 
adolescentes en el sistema de protección de 24 horas. Lo que se está elaborando es una actualización, 
incorporando en este manual de procedimientos el concepto de interés superior de niños, niñas y 
adolescentes. Con esto se apunta a que, efectivamente, cada vez que haya situaciones de maltrato o 
abuso o alguna circunstancia específica en el sistema, se pueda contar con un manual de cuáles son 
los procedimientos que deben seguirse. Se trata de actualizar los mecanismos de protocolo que ya 
están funcionando en la institución. 


Señor presidente: creo que con esto he dado un panorama general; en todo caso, quedo a 
disposición de los señores senadores para dar más ampliaciones. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (FERNANDO).- Gracias al señor presidente y a todos los parlamentarios por 
esta instancia. Me toca desarrollar las dos últimas líneas de acción, la quinta y la sexta. 


La quinta línea estratégica definida por este directorio al asumir funciones el 22 de abril del 
año 2015, tiene que ver con el acceso a bienes culturales y a espacios públicos, así como también con 
el derecho a la ciudad de los niños, las niñas y los adolescentes. Nos parece que INAU debe fortalecer 
esta línea y ampliarla, en la medida de lo posible. Se trata de un área de trabajo poco visible para el 
INAU pero creemos que da cuenta de varias de las competencias que nuestro instituto tiene por 
norma, por ley, fundamentalmente ubicadas en el área de la rectoría, de la difusión y de la promoción 
de derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 


Estamos hablando de la difusión y de la promoción como elementos sustantivos para poner en 
conocimiento de la infancia y la adolescencia, de las familias y de la sociedad en general, que los niños 
son sujetos de derecho, así como también que las políticas públicas y el accionar ciudadano tiene que 
contemplar el interés superior del niño. Sentimos una responsabilidad importante —aunque no 
exclusiva, obviamente— a la hora de poner el tema en análisis, en reflexión y de informar a los propios 
niños y adolescentes que son sujetos de derecho. Esto también debemos comunicarlo a los adultos, a 
la sociedad en general, a las familias y también a los diseñadores de políticas públicas, porque es 
necesario que estas tengan un foco en la infancia. Cuando hablamos de políticas públicas nos 
referimos en términos vastos y generales; vamos a ver, en el desarrollo de la línea, cómo el diseño de 
una ciudad, por ejemplo, puede tener un enfoque de infancia, puede incorporarse el enfoque de los 
derechos de los niños y las niñas en el diseño de los espacios donde circulan ellos y ellas. 


Varias han sido las acciones por las que, a partir de nuestra asunción, hemos querido e 
intentado poner en práctica esta línea estratégica. En principio, nos enfocamos en una franja etaria 
prioritaria para esta Administración. Podemos decir, sin miedo a equivocarnos, que en una franja etaria 
priorizada por la sociedad en general, se ha demostrado, a través del esfuerzo, lo que el país viene 
haciendo desde hace unos cuantos años de atención a la población de la primera infancia. Una de las 
líneas de este eje estratégico ha estado enfocada en la primera infancia, fundamentalmente, a través 
de la oferta, la promoción y el desarrollo de lo que son los clubes de ciencia. A veces parece difícil o 
hasta imposible hablar de ciencia con niños de tres años, pero hemos tenido oportunidad de observar 
los resultados de los 80 clubes de ciencia instalados en los CAIF o en los centros de primera infancia y 
uno puede darse cuenta de que hay una metodología y una línea científica que puede empezar a 
desarrollarse a temprana edad. Cuando los niños realizan actividades vinculadas a la tierra, a la 
plantación, a la naturaleza —es decir, tienen contacto con áreas que van a ser su hábitat fundamental 
en el desarrollo- vemos cómo se relacionan en forma absolutamente activa y creativa, y cómo 
después, en sus distintas etapas de crecimiento, se vinculan con el medio ambiente, con la naturaleza 
y con las áreas del universo en general. 


El INAU ha tenido un liderazgo en desarrollar los clubes de ciencias en primera infancia, con 
una fuerte articulación con el Ministerio de Educación y Cultura, que en un principio desarrolló los 
clubes de ciencia para niños en edad escolar. Los primeros ejercicios se llevaron a cabo en pocos 
centros de atención de primera infancia de INAU, luego se fue extendiendo y hoy tenemos ochenta 
centros CAIF y de atención a primera infancia en todo el territorio nacional que trabajan durante todo el 
año, conforman cada uno su club de ciencia y tienen una actividad anual. Este próximo año se realiza 
en noviembre, en la ciudad de Pan de Azúcar, donde los ochenta clubes de ciencia van a presentar los 
resultados del trabajo de todo el año. 


En el año 2015 participaron cerca de 1.900 niños en los ochenta clubes de ciencia; el desafío 
en este sentido es creciente. Estamos hablando de ochenta centros de cuatrocientos cuarenta 
aproximadamente, gestionado directamente con INAU y en convenio. El escenario que se plantea es 
de crecimiento en el número de centros y de niños que se involucran con esta experiencia tan 
importante. En 2017 queremos dar mayor difusión a esta actividad por medio de la sensibilización. 
Sabemos cuánto hay de sensibilización cuando hacemos las cosas bien con los niños, cuando se 
puede demostrar la capacidad que tiene un niño o una niña de tres años para investigar, descubrir o 
asociarse a actividades que tal vez tradicionalmente no representan una propuesta permanente; estas 
experiencias demuestran que son muy positivas. 


En los próximos períodos queremos fomentar el tema de las familias en la primera infancia 
como pequeños clubes de ciencia, investigando y asociándolo al pensamiento y a metodologías 


científicos sencillos en el hogar, que también puedan promover las buenas prácticas de 
relacionamiento con el medio ambiente. 


Dentro del eje de acceso a bienes culturales y promoción del derecho a la ciudad hay un 
trabajo muy fuerte con una franja etaria superior —respecto a lo que veníamos diciendo en primera 
infancia—, niños y adolescentes y hace pocos días cumplió diez años el Programa de participación 
infantil y adolescente —Propia—, que ha tenido un permanente crecimiento en todo el territorio nacional. 
Esto ha llevado a conformar el Consejo Asesor y Consultivo del Directorio del INAU —es una iniciativa 
que pocos países de América Latina tienen— que se reúne periódicamente con el directorio INAU, con 
delegados de los diecinueve departamentos de nuestro país, en donde se prepara el asesoramiento y 
las recomendaciones para hacer al Directorio, en ese diálogo nos plantean cuáles son sus 
preocupaciones emanadas de su vínculo con la salud, con la educación, con el mundo adulto y con la 
ciudad. 


Desde ahí, sistematizamos con ellos elementos que deben ser incorporados al diseño de las 
políticas de promoción de la participación de niños y adolescentes. El Propia tiene varias actividades y 
el Consejo Asesor y Consultivo es una de sus expresiones pero otra tiene que ver con los Fondos de 
Iniciativa de Infancia y Adolescencia. Todos los años se promueve que los adolescentes, en cada uno 
de los territorios, analicen distintas situaciones de la ciudad, de convivencia, vinculadas a los espacios 
públicos y a iniciativas culturales, recreativas y deportivas. Cada núcleo de adolescentes en su 
departamento, analiza junto a sus pares, presentar una propuesta para que sea evaluada y, 
eventualmente, financiada por fondos del INAU, para luego ser implementada en su ciudad, barrio, 
liceo o escuela. En este programa participan adolescentes que están integrados a los programas de 
INAU, en muchos casos tienen procesos de internación en algunos de nuestros centros pero no 
exclusivamente porque también lo hacen otros adolescentes que vienen, por ejemplo, de un club de 
baby football, de la UTU, del liceo, de distintas organizaciones e, incluso, se acercan en forma 
individual y espontánea. Es así que participan adolescentes que están en algún servicio del INAU, junto 
a otros que viven en la misma ciudad. 


En la última edición del Fondo de Iniciativas para Niños y Adolescentes, se presentaron 160 
proyectos elaborados por adolescentes en el interior del país y 35 por Montevideo. Estos casi 200 
proyectos fueron evaluados por tribunales integrados por los propios adolescentes; cada tribunal está 
integrado por dos adolescentes y un educador. El resultado de la elección de cada uno de los 
proyectos emana de ese tribunal en el que hay participación directa y efectiva de los adolescentes. 


Durante la Semana de los Derechos del Niño, a través del programa Propia, se hace especial 
énfasis en la difusión de los derechos, se convoca a los adolescentes a formarse y a ser promotores de 
derechos y uno de los días de esa semana, se hace una intervención urbana, una movilización, un ir a 
la calle, para desarrollar actividades culturales, deportivas y de sensibilización y difusión. En este 
evento del año 2015, en las 19 actividades que se realizaron, una por cada departamento, participaron 
alrededor de 10.500 niños y adolescentes. Respecto a esto, voy a dar algunas cifras: en Soriano 
participaron 1.000 niños y adolescentes, en Durazno, 1.200, en Río Negro, 900 y en Rocha, 270. Por 
lo tanto, en forma simultánea, es decir, a la misma hora y el mismo día, estos 10.500 niños y 
adolescentes estaban desarrollando una actividad pública, de difusión de los derechos de los niños y 
niñas. 


También hay un relacionamiento de los adolescentes que se encuentran en las fronteras de 
Uruguay con Argentina y con Brasil, a través del programa Red de Fronteras, que ha a través de 
actividades de sensibilización, capacitación, difusión y formación, ha vinculado a más de 1.500 niños y 
adolescentes. Esta actividad también ha estado en el marco de nuestra relación con Niño Sur, un 
espacio de infancia vinculado a los gobiernos integrantes del Mercosur. 


En general, en las distintas iniciativas promovidas por el programa Propia, en 2015 
participaron 3.700 niños y adolescentes. A su vez, en la semana de los derechos del niño se 
desarrollaron más de 320 actividades de difusión y promoción de los derechos. En estas 320 
actividades se vincularon, por convocatoria de INAU, más de 200 instituciones públicas y privadas de 
diferentes lugares del país. 


En este momento estamos presentando a diferentes gobiernos departamentales y 
municipales el eje estratégico del derecho a la ciudad. De esta manera intentamos, a la hora de definir 
espacios públicos, que los gobiernos municipales contemplen una iniciativa de tipo consulta previa. 
Nosotros ofrecemos a esos gobiernos una metodología de participación donde los diseñadores de un 
espacio público, antes de plasmar en un diseño, tengan un diálogo con niños y adolescentes para que 
ellos puedan acercar sus expectativas y necesidades, decir cómo les gustaría que estuviera diseñado 
el espacio físico. De esta manera, se podrá facilitar y ser un vehículo para que las políticas públicas — 
en este caso las de diseño urbanístico—- contemplen el enfoque de los derechos de los niños y que ellos 
se sientan parte del diseño de la ciudad y, por lo tanto, podamos hablar de ciudades amigables, de 
ciudades que contemplan la participación de los niños en el espacio público. 


Hasta aquí, entonces, la línea vinculada al derecho de la ciudad y el acceso a bienes 
culturales. 


Introduciéndonos en la última línea, la vinculada a acompañar el proceso de 
descentralización e institución del exservicio Sirpa, queremos hacer referencia a algunos elementos 
que hacen al contexto de esta línea de desarrollo de actividades y acciones estratégicas de INAU. Las 
seis líneas estratégicas —ya hemos desarrollado cinco; ahora me estoy refiriendo a la sexta— fueron 
definidas en el proceso de transición del gobierno anterior. 


Como decían Marisa Lindner y Dardo Rodríguez, consideramos los antecedentes de la 
administración anterior, los procesos que había desarrollado, los productos que había logrado y 
tratamos de impulsarlos, de desarrollarlos y de hacer aquellas cosas que la administración anterior, por 
distintas circunstancias, no había hecho o no había podido desarrollar. 


Es de público conocimiento y de tratamiento casi permanente por el Parlamento nacional la 
creación del Sirpa como un organismo intermedio hacia la creación de un servicio descentralizado, 
como al final ocurre el 31 de diciembre con la promulgación de la Ley n.* 19.367. 


En los meses de febrero, marzo y parte de abril empezamos a trabajar en el diseño de lo que 
deberían ser las líneas estratégicas de esta administración. Incorporamos como una de las seis líneas 
estratégicas el hecho de acompañar la conformación de un servicio descentralizado. Y digo esto 
porque siempre tuvimos la claridad de que esto era una responsabilidad que nos competía: que en esta 
administración debería efectivizarse definitivamente la conformación de un organismo especializado 
que tenga la competencia explícita de administrar la medida judicial cuando los adolescentes están en 
conflicto con la ley. Fuimos conscientes de que teníamos que asumir esta responsabilidad. Por eso lo 
definimos como una línea estratégica. No es una línea menor que pusimos al final del documento, sino 
que está dentro de las seis líneas estratégicas. De manera que teníamos conciencia y compromiso con 
esto. Pero también había conciencia de que no era una línea -y el transcurso de estos meses lo ha 
comprobado fehacientemente- que pudiéramos desarrollar con total libertad, sino que dependíamos de 
otros actores para el desarrollo de este compromiso. 


Desde el punto de vista formal, dependíamos de que hubiera una iniciativa del Poder Ejecutivo 
que llegara al Parlamento para trascender la ley Sirpa. Necesitábamos una ley nacional que 
conformara una nueva institucionalidad. De manera que dependíamos de que el Poder Ejecutivo 
tomara la iniciativa y el Parlamento la aprobara. Esto ocurrió; efectivamente esas situaciones se dieron. 


Pero también había otro actor que formaba parte de la posibilidad de desarrollar este 
compromiso, que tenía que ver con la propia estructura de Sirpa. Había que transformarlo en un 
organismo descentralizado, en una institución con la misma jerarquía jurídica que hoy tiene INAU. En 
ese tránsito de estos meses, han sucedido cosas que en algunos casos han facilitado el proceso y en 
otros, no han sido facilitadoras sino que han obligado a transitar por obstáculos. 


Voy a hacer un listado breve de las situaciones que fueron determinando este tránsito y el 
desarrollo de este compromiso que asumimos cuando lo pusimos como una línea estratégica. El 22 de 
abril de 2015 asumió este Directorio. El 20 de mayo de 2015 asumió una nueva dirección como 
comisión delegada, integrada por Gabriela Fulco, Luis Noya y Edgar Bellomo. El 20 de agosto de 2015 
renuncia Edgar Bellomo. El 7 de setiembre de 2015 renuncia Luis Noya. El 10 de setiembre de 2015 
asume como director en la comisión delegada Eduardo Katz, que en ese momento se desempeñaba 


en la gerencia general de Sirpa. El 31 de diciembre de 2015 se aprueba en este Parlamento la Ley n.” 
13367, de creación de Inisa. Y el 8 de junio de 2016 asumen, con venia parlamentaria, Gabriela Fulco, 
Eduardo Katz y Álvaro Viviano, como integrantes del Directorio del servicio descentralizado Inisa. 
Todos estos elementos vienen formando parte del tipo de proceso que venimos desarrollando. 


Nuestro compromiso en este caso tiene que ver, en principio, con ser facilitadores de la 
creación de una institución que tiene que especializarse en la administración de las medidas privativas 
y no privativas de la libertad de adolescentes en conflicto con la ley penal. A veces nos quedamos con 
este último elemento, con este último dato de la vida de un adolescente que es cuando empieza en 
conflicto con la ley. Y digo esto porque dentro de las transformaciones que tienen que procesarse en el 
país está no solamente la creación de una nueva institución, sino también la aplicación de nuevos 
conceptos, de nuevos paradigmas para abordar la situación. Estamos hablando de adolescentes que 
en un momento están en conflicto con la ley pero que no nacen en conflicto con la ley. Llegan a esa 
situación porque antes pasaron por otros conflictos, ya sea personales, con la familia, con la 
comunidad, con las instituciones, a los que no pudimos dar respuesta; esos adolescentes, esos niños, 
no tuvieron herramientas para transitar por esos conflictos para que resultaran en ganancia, en 
aprendizaje. Quizá nosotros hemos pasado por situaciones similares, pero tuvimos la oportunidad de 
transitarlas aprendiendo de ellas y, además, nos han acompañado. Estos adolescentes no han tenido 
esas oportunidades de ser acompañados en las primeras experiencias de conflicto con la vida, consigo 
mismo, con la familia, con la comunidad. 


Digo esto porque me parece que a la hora de abordar esta situación debemos hacerlo desde 
la integralidad de la vida de un adolescente, y no verlo solamente como una persona en crecimiento 
que entra en conflicto con la ley, y mucho menos como un delincuente. 


El 29 de abril del 2015, para acompañar este proceso, creamos una comisión, 
fundamentalmente integrada por las unidades financiero-contable y de asesoría de planeamiento y 
presupuesto del INAU para acompañar a los técnicos y a la comisión delegada en aquel momento a la 
conformación, a la estructuración, al diseño del presupuesto que al 30 de junio debía presentar tanto 
INAU, como el primer diseño de un dibujo presupuestal por parte del Inisa. Se conformaron, entonces, 
comisiones de trabajo para que la comisión delegada pudiera facilitar el proceso del diseño de su 
primer presupuesto. 


El 4 de mayo del 2015 se creó una comisión para transitar por la situación explicitada por la 
presidenta de INAU relativa a los contratos de talleristas. Hay un número muy importante de esos 
contratos, tanto de INAU en el resto de los servicios, como de Sirpa, y era necesario superar esta 
situación en torno a un número muy importante de contratos de talleristas, que los consideramos 
precarios, que no contemplaban los derechos de los trabajadores como lo contempla el hecho de ser 
funcionario público, y que generaba una serie de distorsiones que era necesario superar. Estas se 
habían dado en una coyuntura muy particular, que se habían tomado como herramienta para resolver 
urgencias, pero era el momento de empezar a transitar un proceso distinto para superarlas. Entonces, 
el 4 de mayo integramos a delegados del Sirpa a la comisión de talleristas para juntos poder transitar 
por un camino de superar esta situación. El 20 de mayo del 2015 asumen las nuevas autoridades. 


SEÑOR BORDABERRY.- Vengo siguiendo el razonamiento. ¿Usted está diciendo que ya había 
contratos de talleristas? ¿El INAU ya celebró contratos de talleristas? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (FERNANDO).- Lo que vengo diciendo es que cuando nosotros asumimos, 22 
de abril del 2015, había contratos de talleristas en varios de los servicios del INAU, inclusive en los 
servicios del Sirpa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, si ya había es porque tenían la facultad de hacer esos contratos. 
SEÑOR RODRÍGUEZ (FERNANDO).- Exactamente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, ¿para qué estamos aprobando un artículo ahora que le da la 
facultad, si la facultad ya la tienen? El artículo 124 dice: «Facúltase al Inciso 27 (...) a celebrar 
"contratos de taller"...». Entonces, si la facultad ya la tienen... Es algo que no termino de entender. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (FERNANDO).- La facultad es del INAU. No la tiene el Sirpa, porque en la ley el 
Sirpa no está contemplado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Yo acá leo, en el artículo 124: « Facúltase al Inciso 27 "Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay” a celebrar "contratos de taller"...». Es decir que le estamos dando la facultad 
ahora, pero usted me dice que ya hay contratos. O sea que ya tenían la facultad. Es lo que no termino 
de comprender. Disculpe mi desconocimiento; pero si se la estoy dando ahora es porque usted no la 
tiene. Pero si ya hizo el contrato, ya tenía la facultad porque, si no, estaba actuando ilegalmente. Esa 
es la pregunta. 


SEÑORA LINDNER.- Tenemos dos posibilidades y este tema lo queremos profundizar, ya que se trata 
de algo de enorme interés para la institución. Por ejemplo, podemos presentar los dos artículos y 
explicar la situación que encontró este directorio al asumir y las razones por las que se incluyeron dos 
artículos en la ley de presupuesto. O, en caso contrario, seguir con el tema de Inisa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pueden abordar el tema como les parezca mejor. Estábamos hablando del 
tema de los talleristas y yo había leído «Facúltase a realizar contratos de taller». Al respecto, sé que 
hay una ley —la Ley n.* 16.170- que tiene muchos años, pero como ahora estamos dando una facultad 
hice la consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La presidencia propone que se termine la presentación y después se 
considere el articulado y se evacuen las dudas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (FERNANDO).- En agosto de 2015, por situaciones de urgencia que el Sirpa 
venía desarrollando, INAU autorizó la contratación de talleristas para resolver en ese momento 
situaciones vinculadas al complemento recreativo de los jóvenes que están privados de libertad, no 
como elemento de sustitución al perfil educador, sino como complemento a la tarea diurna educativa, a 
través de perfiles deportivos y recreativos. En ese caso, la selección la hizo Sirpa y la designación la 
hizo el Directorio de INAU, ya que la contratación en agosto de 2015 era una competencia no delegada 
al Sirpa. Esa contratación se cumplió con todas las exigencias que establece el nuevo procedimiento 
de contratación de talleristas, que es lo que aparece en la rendición de cuentas. Se cumplió con todos 
los requerimientos, presentación de currículum, programa de desarrollo acotado en el tiempo, como 
una nueva modalidad de contratación de talleristas para el desarrollo de actividades complementarias a 
la tarea del educador. 


En agosto de 2015, también, se nos manifestó la preocupación con relación al estado de 
situación de los edificios vinculados al Sirpa, fundamentalmente, aquellos destinados a la privación de 
libertad de los adolescentes. Las autoridades de INAU, con respecto al deterioro de las instalaciones 
de los centros del Sirpa, en aquel momento tomaron una decisión y se ofició al Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas al desarrollo de una auditoría, conformándose una comisión integrada por esa 
cartera, por el área de auditoría de INAU, Arquitectura y la Dirección Nacional Administrativa, que hoy 
tiene otro nombre aunque mantiene las mismas funciones. Se hizo un nuevo relevamiento de la 
información obtenida hasta ese momento desde el punto de vista administrativo, técnico arquitectónico, 
del de la tipología de contratación y esa comisión trabajó con todas las obras de Sirpa, incluso con 
aquellas en las que se habían hecho intervenciones y todavía estaban en proceso de construcción. 
Estamos hablando del exbatallón en la calle Belloni, del Centro de Diagnóstico en la calle General 
Flores, del Ceprili, en la calle Bulevar Artigas y del excentro Ser, perteneciente a la Colonia Berro. 


El 27 de enero de 2016, de acuerdo con la información de la suspensión de las obras en el 
edificio de La Tablada, se incorpora al análisis y auditoría de la comisión integrada con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, los correspondientes a dicha obra. 


En setiembre de 2015, a efectos de dar continuidad al proceso de acompañamiento de la 
conformación de la nueva institución que surgiría una vez aprobada la ley, se formaron comisiones de 
trabajo para empezar un proceso de capacitación y de transferencia metodológica. Fue así que, en 
acuerdo con la comisión delegada, se priorizó la división jurídica, la inspección general y la asesoría de 
planeamiento y presupuesto para áreas estratégicas. 


A partir de octubre de 2015 se comenzó a trabajar en los componentes jurídicos, en el 
diagnóstico de la situación del Sirpa, en su proyección a la institución y en cuál era la situación en 
términos administrativos, jurídicos y de personal. Se elaboraron los primeros presupuestos, se analizó 
el componente relativo a recursos humanos de la futura nueva institución y se hizo un relevamiento de 
recursos físicos, edilicios, necesidades y situación actual. A partir de este relevamiento o primer 
diagnóstico de situación, se llevó a cabo una serie de encuentros de trabajo entre técnicos de distintas 
áreas del INAU con referentes del Inisa, quienes contaron con un acompañamiento cercano del 
directorio. Tras siete encuentros o reuniones de trabajo se elaboró una serie de informes que dan 
cuenta de la situación actual y de la proyección para la efectiva creación de la institución. 


También en setiembre de 2015 se dictaron algunas resoluciones que, en acuerdo con Inisa, 
establecían grupos de trabajo para empezar efectivamente el proceso de transferencia metodológica, 
de capacitación y de fortalecimiento de las áreas. Aclaro que aquí ya entramos al 2016. 


Se priorizaron siete áreas, que aún están trabajando con personal jerárquico de INAU y con 
referentes de Inisa, para el desarrollo de esta transferencia metodológica. Esos siete grupos que 
todavía están funcionando —y que lo seguirán haciendo en la medida en que Inisa vaya incorporando 
tecnología y metodología de trabajo en cada una de las áreas— son: jurídico—notarial, recursos 
humanos, financiero—contable, sistemas de información, desarrollo territorial o implementación de 
iniciativas territoriales, planeamiento y presupuesto y servicios generales. Cada una de estas áreas 
está conformada por técnicos jerárquicos de INAU con los referentes que Inisa ha desarrollado. 


Recientemente, el 24 de agosto, a partir de un llamado a concurso para contadores —dentro 
del proceso de quienes habían ganado el concurso y estaban en la lista para ingresar a la función 
pública—, por Resolución n.* 3.067, el INAU decide que dos de esos contadores sean incorporados, no 
al INAU sino directamente al Inisa, a efectos de fortalecer y apoyar las áreas financiero—contable. 
Corresponde señalar que actualmente el Inisa cuenta con una sola contadora en esas áreas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consideramos que, a los efectos de ordenar el trabajo, lo mejor sería abordar 
el articulado, aclarar dudas y luego abordar los temas generales. 


SEÑOR CAMORS.- En realidad, el INAU, en su carácter de servicio descentralizado elevó al 
Parlamento un proyecto que consta de tres artículos. Dos tienen que ver con el tema de los talleristas 
y, el tercero, 126 en la numeración del texto aprobado por la Cámara de Representantes, refiere a la 
dedicación total. 


En atención a la pregunta planteada por el señor senador, podemos alterar el orden de 
nuestra presentación para señalar que, en el artículo 125, la norma legal con que se encuentra al 
asumir esta administración y que fundamenta el régimen existente hasta el año 2015, es una ley de 
1990, por la que se había creado una partida especial de horas docentes para el Centro de Formación 
y Estudios del entonces Iname y una modificación que se introduce en 2012 con la Ley n.* 18.996, por 
la que se amplía esta partida y se extiende a la figura de tallerista. Con este marco jurídico de 2012, 
entonces, aparece la figura del tallerista; figura que, por cierto, nunca fue reglamentada. 


Esta figura surge frente a los distintos problemas del instituto, las diferentes funciones, las 
diversas necesidades de personal y situaciones de emergencia. Es necesario entender que las 
variadas situaciones que debe resolver este instituto muchas veces hacen que se generen vacíos en 
los equipos y en los servicios los que, a su vez, determinan que se deba apelar a determinado tipo de 
personal. La figura del tallerista fue utilizada para resolver este tema, pero al no estar reglamentada 
generó un amplio espectro, con el que se encontraron las autoridades al asumir en el año 2015. En ese 
marco y aprovechando la oportunidad, se hizo un proceso —primero, a nivel del directorio, en el aparato 
interno de la institución y, luego, en acuerdo con el sindicato de trabajadores del INAU-—, tendiente a 
ordenar la casa y esta figura del tallerista. 


En los hechos, tal figura en principio se creó para cubrir horas docentes en el Centro de 
Estudios y Formación del INAU, y con el tiempo adquirió otro relieve, por lo que era necesario 
establecer un orden. 


Entonces, en los dos primeros artículos se habla de «contratos de taller», de la presentación 
de proyectos —luego visualizaremos que se aprovecha esta figura de tallerista y se reglamenta por ley—, 
se define la figura del tallerista —-a sugerencia de la oficina jurídica del INAU— y se reglamenta un 
sistema por el cual todos los centros del INAU pueden pensar en la necesidad de sus talleres — 
cerámica, carpintería, teatro—-, de acuerdo con un sistema para una determinada duración o en forma 
permanente. De modo que los talleres pueden ser convocados para que duren dos semanas, dos 
meses o un período más largo. En ese sentido, nos pareció pertinente establecer un máximo de diez 
meses porque, de lo contrario, se corre el riesgo de que la figura se distorsione y, en vez de cumplir 
una función puntual y específica en los proyectos socioeducativos, que exista una tentación por parte 
del equipo del centro —por la relación con los niños y adolescentes— y que, en definitiva, luego sea 
difícil despegar a esta figura que entra para estar un tiempo y luego salir. Está funcionando el registro y 
hay una comisión designada por el directorio para evaluar los proyectos y establecer las conexiones. 
Cabe aclarar que quien presenta el proyecto, no elige al tallerista, ni viceversa. Hay un ámbito 
institucional constituido por funcionarios de jerarquía que evalúa el proyecto, el perfil de los talleristas y 
realiza los contactos cuando eso se da, es decir cuando en los departamentos existen los perfiles que 
requieren los proyectos que elevan los centros. Además, se fija un máximo para el proceso de 
reglamentación. 


El artículo 125 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados suprime el 
agregado realizado en 2012 para volver al texto de 1990, que parece más prolijo porque se establece 
que las horas docentes del Cenfores sean para la docencia allí, en la medida de que el otro artículo 
creaba la figura de tallerista. A modo de comentario, debo decir que no se están pidiendo recursos 
adicionales para los talleristas que empezarán a haber, sino que el propio organismo, en base al rubro 
O del que ya dispone, va a poder atender estos requerimientos, en función de la disponibilidad 
presupuestal, del perfil de los proyectos y de las necesidades de los servicios. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite? Quiero ver si lo vengo siguiendo adecuadamente. Estas son 
materias muy específicas de cada organismo y a veces nos cuesta seguir el hilo de la exposición. 


En el año 2012 se aprobó la Ley n.” 18.996 que, en su artículo 265, agregó la posibilidad de 
tener talleristas y recreadores en el Centro de Formación y Estudios. Veo que me asiente diciendo que 
sí. Entonces, en la medida en que fueran talleristas y recreadores del Centro de Formación y Estudios, 
uno piensa que deberían ser exclusivamente para dicho centro pero, si entendí bien, no se utilizaron 
para el Centro de Formación y Estudios o exclusivamente para ese centro, sino para otros fines que no 
fueron los previstos en la ley. ¿Fue así? 


SEÑOR CAMORS.- No fue para otros fines. 

SEÑOR BORDABERRY.- Pero no dentro del Centro de Formación y Estudios. 

SEÑOR CAMORS.- No dentro del centro, pero utilizando la figura.... 

SEÑOR PRESIDENTE.- Pido que no se dialogue porque es imposible tomar la versión taquigráfica. 


SEÑOR CAMORS.- En realidad, existe la figura jurídica prevista en la Ley n.* 18.996, la disponibilidad 
presupuestal y la figura creada no necesariamente en el Centro de Formación y Estudios, sino del 
Centro de Formación y Estudios para poder operar en distintos ámbitos del instituto. Esa figura terminó 
colaborando en distintas tareas en la medida en que la misma no estaba reglamentada. La figura no 
estaba reglamentada como se está proponiendo en la ley. En ese sentido, parece pertinente separar la 
figura de docente de la de tallerista y, en consecuencia, reglamentar para que no se genere ninguna 
distorsión y para que los talleristas estén al servicio de los proyectos educativos de los centros. Ese fue 
el fundamento de la mejora que se introduce. 


SEÑOR BORDABERRY.- Como siempre, hay dos bibliotecas en la interpretación. Cuando leo el 
artículo 265 de la Ley n.” 18.996, veo que es claro. Allí se dice que se sustituye el artículo 545 de la 
Ley n.* 16.170 por el siguiente y expresa: «Los docentes, talleristas y recreadores del Centro de 
Formación y Estudios serán remunerados de acuerdo con la escala...» 


Cuando aprobamos la norma presupuestal en 2012 —y yo fui uno de los que la acompañé— 
estábamos votando docentes, talleristas y recreadores del centro de formación y no de otro lado. Digo 
esto porque cuando concurrió la delegación del Inisa hace unos días, habló la contadora Nora Medina, 
quien fue presentada como vinculada a la Administración pública en carácter de tallerista. Como no 
domino tanto la Administración pública, confieso que me cuestioné qué sería eso, pero no pregunté. 
Ahora me explico: se utilizó una figura prevista para el Centro de Formación y Estudios para contratar 
una contadora. Me parece que esto no es lo adecuado. ¿Para qué votamos, señor presidente, estas 
leyes que contienen figuras si después se usan para fines que no son los previstos? Celebro que, por 
lo menos ahora, venga un artículo que limita esto de los talleristas; no sé qué se va hacer con la 
tallerista Nora Medina, pero esa es otra pregunta. 


SEÑORA ALONSO.- En verdad, hay cosas que me llaman la atención —además de lo que 
hacía referencia el senador Bordaberry— porque lo que acabamos de escuchar por parte del contador 
Camors no coincide completamente con lo que nos trasmitió el sindicato hace pocos días en esta 
comisión. No dudo que sea cierto lo que se está diciendo acá, pero hay contradicciones con lo que nos 
manifestaron los dirigentes sindicales a propósito de este artículo. 


Acá se dijo que se había hablado con el Suinau y que había un acuerdo con el sindicato en 
relación con este proceso, y quiero leer lo que hace pocos días decía Joselo López, quien reclamaba 
una salida distinta a esto, especialmente la que se previó para los talleristas del Inisa en el artículo 
133 —actualmente, artículo 147—, que por el régimen del provisoriato conduce a alcanzar la condición 
de funcionario público. Al respecto, Joselo López dijo lo siguiente: «Me refiero al artículo que antes era 
el 133 y que ahora pasó a ser el 147, que regulariza de una manera mucho más adecuada, que lo que 
está haciendo el INAU,» —que es, justamente este artículo que estamos analizando— «respecto a todo 
el proceso de trabajadores que están con contratos precarios. Esto ha generado una situación muy 
complicada en el INAU porque, evidentemente, son trabajadores que ingresaron todos por la misma 
modalidad y las dos instituciones están planteando una situación diferente para regularizar esas 
contrataciones». 


Entonces, queremos saber si definitivamente esto se ha hablado con el sindicato y cuál ha 
sido el acuerdo, porque acá parece que hubiera dos planteos, posturas o requerimientos diferentes. 


SEÑOR CAMORS.- Entiendo el planteo que hace el sindicato, lo hemos hablado con el compañero 
Joselo López —y hablo de «compañero» porque tengo más años de funcionario que Joselo en el 
instituto y, en su momento, compartimos militancia gremial- y seguramente en una situación similar 
uno habría reaccionado igual. Ahora bien, los hechos son los siguientes. 


Este proceso de regulación empieza en el mes de mayo. El 29 de ese mes los servicios 
tuvieron que informar sobre la cantidad de talleristas, qué función cumplían, etcétera. Nosotros tuvimos 
una conversación y llegamos a acuerdos sobre lo que llamamos «proceso de regulación», no de 
«regularización», porque la idea no es regularizar —que significa que quede todo más o menos como 
está— sino establecer reglas. Con estos artículos en el proyecto de ley de rendición de cuentas lo que 
hacemos es poner orden, reglamentar la figura y los procedimientos para que siga habiendo talleres y 
talleristas «del nuevo tipo» —podríamos llamarle así- con algunos ajustes en el esquema de 
funcionamiento. 


Este proceso llevó al establecimiento de algunos criterios que vamos a exponer más adelante. 
Por ejemplo, acordamos con el sindicato que para una primera selección se requería un nivel educativo 
mínimo. En realidad, al directorio le hubiera gustado poner educación media completa de seis años, 
pero acordamos educación media básica, tanto para aquellos que estaban en la función de 
educadores, que eran la gran mayoría, como para quienes estaban en una tarea de servicio o 
administrativa. Con esta decisión de nivel educativo mínimo, algunos talleristas tuvieron que abandonar 
la función que estaban prestando, de común acuerdo con el sindicato. 


A su vez, cuando el sindicato plantea que hay mucha gente bien evaluada que está 
interesada en la culminación de la educación media, el directorio hace un convenio con el Consejo de 
Educación Secundaria para que pudieran hacerlo. Es así que en el segundo semestre del 2015 
comenzó el ProCES —Programa de Culminación de los Estudios Secundarios- en convenio entre INAU 
y Secundaria, que finalizó el 14 de julio de este año. De esta manera, los talleristas que se inscribieron, 


a los que se les facilitó la concurrencia en función de los días y horarios de clase —cursos que se 
desarrollaron en el local del Centro de Formación y Estudios del INAU—, completaron el nivel educativo 
mínimo para poder concursar. 


El segundo criterio fue que hubiera una evaluación de desempeño positiva, por lo que se 
cesó a aquellos que no fueron bien evaluados. En algunos casos esto sucedió en julio y en otros en 
agosto, dependiendo del proceso de regulación en los distintos momentos en que se fue procesando. 
Los que no se inscribieron cesaron al 31 de diciembre y, en este sentido, el directorio quiso ser muy 
prudente porque, más allá de que la figura no era la ideal, también es cierto que estos talleristas 
estaban cumpliendo servicios de atención directa y había que sopesar todos los riesgos de cualquier 
movimiento masivo de recursos humanos dentro de la institución. 


A la vez, acordamos con el sindicato el llamado a concurso. En el 2015 se hizo una circular 
que establecía que, cuando se llamara a concurso, los talleristas que no lo ganaran iban a ser 
sustituidos por funcionarios que sí lo hubieran hecho. Así fue todo el proceso de regulación. En este 
momento estamos en un 60% de talleristas respecto a los que había en abril de 2015. La medida no 
fue ahorrar o cesar, sino regular en función de determinados parámetros y criterios establecidos 
oportunamente. 


En junio de este año, cuando el sindicato se entera de que el Inisa incluía el artículo 133 del 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes, se acercó a plantear si, según el punto de vista 
de esta Administración, se podía dar marcha atrás a lo que habíamos venido trabajando en casi trece 
meses y cambiar la norma para que, en lugar de regulación, hubiera regularización. El directorio evaluó 
la alternativa y entendió que el mejor camino era el de regular y no regularizar. El procedimiento que 
adoptó el servicio descentralizado Inisa no es el camino por el que optó este directorio, que incluso lo 
podría haber incluido en la ley de Presupuesto del año pasado. No lo hizo; optó por otro camino para 
ordenar la casa, la gente, los servicios, teniendo en cuenta todos los servicios de atención directa. 


Continuando con el articulado, en la lámina que se exhibe se muestra este proceso inicial y 
cómo hemos avanzado. En color verde están los que van a vencer en fecha próxima. Ahora tenemos 
llamado a concurso para educadores en Montevideo y pensamos quedar sin talleristas administrativos 
o educadores. Se ha desbordado la política de concursos, ya que finalizamos con 67 concursos; 
tenemos 86 en proceso y tenemos las bases de otros 86. En realidad hay un recalentamiento de 
motores de la política de concursos, con 172 concursos para llamar en estos meses. A esto debemos 
agregar que para educadores en Montevideo se inscribieron 5.300 interesados y, para la función de 
administrativo en Montevideo, más de 8.000. Entonces, estamos en un nivel de exigencia importante, 
no solo por necesidad del organismo sino también porque entendemos —tal como decía la presidenta 
en su presentación— que la política de fortalecimiento institucional pasa por una política de recursos 
humanos clara, sólida, con capacitación y con alternativas contractuales mejores para los funcionarios. 

Estos son los 431 funcionarios que actualmente están desempeñando la función educativa. 


Esta otra diapositiva muestra la situación actual que pensamos superar con el llamado a 
concurso que ya cerró y cuyas etapas están por comenzar. 


La siguiente diapositiva muestra que en el mes de abril el Sirpa contaba con 367 talleristas, y 
la política de este directorio con la comisión delegada fue diferente, porque planteó en los grupos de 
trabajo excepciones y necesidades. En agosto, se dio un suceso —conocido por todos a través de los 
medios de comunicación—, por el cual tuvo que pasarse a sumario y retirarse de la función a un 
número importante de gente. Es decir, la comisión delegada que asumió la conducción del Sirpa en 
mayo de 2015 tuvo una serie de necesidades, y el directorio, en esta actitud de acompañamiento que 
estableció el director Rodríguez hacia el proceso de descentralización, aceptó los pedidos del Sirpa. 
Ustedes verán que el Sirpa tuvo 79 altas, así también tuvo bajas, pero en este período ingresaron, en 
total, 445 talleristas en el marco de esta situación de excepción. 


En esta gráfica se puede observar el proceso de regulación en uno y otro instituto. La política 
de concursos va a permitir despejar la situación de los talleristas. No ha habido altas en el caso del 
INAU. Cabe aclarar que lo de INAU, en la gráfica, está a la izquierda, y lo del Inisa hacia la derecha. 


Esta diapositiva es la expresión presupuestal que ha ordenado las finanzas en base a este 
régimen presupuestal; la gráfica de arriba es la del INAU y la de abajo es la que expresa la 
administración de los recursos por parte del Sirpa. 


En la siguiente lámina estamos repasando los criterios acordados por el directorio con el 
personal y con el sindicato, proceso que se puso en marcha en mayo de 2015 y que está dando los 
resultados expuestos. 


Por último, el artículo 126 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados refiere a 
la dedicación total, figura que existe para algunas funciones. A lo largo de la historia del organismo, por 
ley se han ido sumando determinados tipos de cargos y funciones, y este directorio ha entendido 
pertinente pedir al Parlamento que se le dé la facultad de otorgar para algún cargo o función la 
dedicación total, cuando ello sea necesario y estando debidamente fundamentado, de modo de no 
tener que pedir la aprobación legislativa para poder ampliar esa figura. 


Señor presidente: de esta manera hemos presentado los tres artículos del servicio 
descentralizado INAU. 


SEÑORA ALONSO.- Antes que nada quiero saludar a las autoridades del INAU. Empezamos a las 15 
horas y son las 17 y 30 y recién estamos terminando con la exposición, que fue muy amplia, abarcativa 
y sobre la que nos surgen muchas interrogantes. Seguramente hoy no vamos a poder analizar todos 
los temas que se mencionaron, porque si no tendríamos que quedarnos muchas horas más 
analizándolos, especialmente en lo relativo a esas áreas estratégicas manifestadas por las 
autoridades. 


Quiero empezar con una reflexión. Acá hay dos países: el que nos imaginamos, el que 
escribimos en los papeles y el que vivimos. Esto lo digo con total sinceridad y sin ánimo de confrontar. 
El que nos imaginamos es el que escuchamos todos en estas dos horas y media y es el que todos 
queremos: los niños integrados con sus familias, con libertad, en inclusión con espacios físicos. Pero 
eso no es lo que pasa en la realidad; basta con ir a algún departamento, especialmente en el interior 
más alejado de la capital, para comprobarlo. Por eso digo que siento que estamos viviendo en dos 
países distintos. 


En las recorridas hemos visto debes muy grandes. A mí también me gustaría que el INAU, en 
sus más de 80 años de vida, fuera una institución modelo. ¡Me encantaría! Pero tenemos un debe muy 
grande y creo que la responsabilidad, en primer lugar, es institucional, aunque también es de toda la 
sociedad. Más allá de ello, digo que la responsabilidad es de la institución porque es la que maneja los 
recursos, la que define los ejes programáticos —que acabamos de escuchar-, las orientaciones y la que 
propone el futuro. 


Luego de escuchar al director Rodríguez perdí la cuenta de cuantas reestructuras se han 
hecho, pero lo que necesitamos son resultados. Vuelvo a señalar: todos queremos salir de acá y decir 
que tenemos una institución modelo porque estamos hablando nada más ni nada menos que del 
organismo que tutela a los niños y a los adolescentes en nuestro país, que en lugar de ser cada vez 
menos son cada vez más. Por esa razón —como se decía acá-, hemos sido observados por 
organismos internacionales. 


Sentimos que hasta ahora no se ha dado respuesta a la parte más dolorosa de nuestra 
sociedad que es la de los niños y la de los adolescentes, porque sigue habiendo infantilización de la 
pobreza, porque sigue estando en el debe la reinserción de los adolescentes en infracción, en conflicto 
con la ley, como se mencionaba acá, o porque sigue aumentando la violencia, tema que nos abarca a 
todos, que tiene que ver con la sociedad y que forma parte de un debate más profundo y más de fondo. 


¿Qué es lo que nos está pasando? Esa es una pregunta que nos deberíamos hacer porque en 
materia de recursos, si analizamos lo que se aportó desde el 2004 al 2014 vemos que hubo un 192% 
de aumento, o sea, casi un 200% es lo que el INAU ha llevado en cuanto a ejecución presupuestal. 
Quiere decir que hubo recursos económicos para proveer cargos, para tener funcionarios y para 
infraestructura. 


Lejos de querer confrontar intento decir lo que he visto en todos estos años. Traté de escuchar 
con la máxima atención a estas autoridades como lo hice también respecto a las autoridades del 
directorio anterior y lo menciono porque aquí está presente un integrante de ese directorio. En ambos 
casos plantearon los mismos objetivos y metas pero los resultados han sido muy magros y tenemos 
que admitirlo. El día que nos sinceremos, más allá de los partidos políticos, creo que vamos a trabajar 
mejor. Queremos lo mismo pero tenemos que aceptar esas dificultades y no todos han actuado 
poniendo a los niños en el centro de las decisiones. Si durante todos estos años que han pasado y en 
los que hemos vivido un gran crecimiento económico, no se han logrado los avances que uno hubiera 
querido, en este nuevo escenario de recortes, de austeridad —y esto es una pregunta—, ¿cómo creen 
que va a afectar a las políticas de infancia, más allá de las buenas intenciones y de la buena voluntad 
que no pongo duda que está en cada una de las autoridades que hoy nos acompañan? 


El año pasado, cuando vinieron las nuevas autoridades dijimos, a propósito de esto, que 
vemos con buena expectativa y esperanza que las actuales autoridades hagan una buena conducción. 
Tengo fe en la presidenta Lindner; creo que no solamente tiene la mejor intención sino también la 
capacidad y ojalá que eso ayude positivamente. 


También quiero decir, señor presidente, que esto debería tener una continuidad porque 
estamos hablando de una misma fuerza política que viene conduciendo y gobernando a este país en 
estos últimos años, por lo que ya debería tener resultados concretos mucho más positivos que los que 
se muestran. 


Es verdad que los resultados no se ven de un día para el otro y que esto es un proceso, pero 
en el tema de la infancia seguimos en el debe y la pregunta es cuánto tiempo más vamos a seguir 
esperando que ese debe se transforme en resultados concretos. Cuando uno lee lo que decían los 
integrantes del directorio anterior advierte que es casi lo mismo que lo que decíamos hace un rato. 


Entonces, en el día de hoy no vamos a dar este debate sino que vamos a hacer algunas 
preguntas referidas a la Rendición de Cuentas y a algunas cosas que se dijeron y que están en el 
debate público. Sin embargo, quiero decir que lo que sigue pasando en nuestro país con los niños y 
con los adolescentes nos tiene que interpelar y doler a todos. Es fácil venir aquí con buenas 
intenciones y llenar las mesas de papeles y de gráficas, pero queremos tener resultados concretos — 
cuantificables, medibles, evaluables— y no seguir viendo lo que aún vemos en muchos departamentos 
del país, especialmente —como decíamos al principio—, en algunos muy alejados de la capital. 


Hoy, señor presidente, tenemos algunas preguntas sobre la Rendición de Cuentas, los CAIF, 
las ONG que tienen convenios con el INAU y algunas otras más, pero tampoco podemos obviar ciertas 
cosas graves que se dijeron en esta comisión, hace unos días, por parte de las autoridades de la 
nueva institución a la que hacía referencia el director Fernando Rodríguez y el contador Camors. Nos 
referimos a la nueva institución Inisa, hoy separada del INAU. Vale aclarar que el INAU era el 
organismo que tenía, hasta hace muy poco —hasta junio, es decir, hace apenas dos meses-— la 
responsabilidad del Sirpa. Hoy se está dando un proceso de separación complejo, complicado —las 
separaciones son difíciles— y por eso, señor presidente, queremos preguntar especialmente a partir de 
algunas declaraciones que se hicieron y respecto a las que no podemos mirar para el costado. 


Aquí estuvo sentada la presidenta del Inisa, Gabriela Fulco, quien denunció una grave 
situación de violación de los derechos humanos de los adolescentes internados. Fulco dijo que de los 
18 centros que hay en Montevideo y Canelones, ninguno cumple con los estándares internacionales en 
materia de derechos humanos. Además, denunció que el sindicato —algunos de sus funcionarios— 
inhibe a las familias a denunciar situaciones de vulnerabilidad, generando una cultura del terror tanto 
para los chicos —según Fulco, en muchos casos no han dejado que denuncien lo que les ha pasado— 
como también para las familias, que permanecieron silenciadas respecto a estas situaciones. Habló de 
que a su entender hay generaciones perdidas; repito: generaciones perdidas. Decía que todo esto se 
define en una expresión «violencia institucional estructural de la que todos somos responsables». Hace 
una semana Fulco decía esto. 


La señora presidenta del Inisa dijo además que lo que lleva a los adolescentes a intentar 
autoeliminarse es la situación en la que se encuentran recluidos. Concretamente señaló: «Les digo que 
no es nada agradable descolgar un chico para salvarle la vida» Luego agrega: «Las condiciones en las 


cuales están recluidos y no otra cosa, más allá de que también muchos vienen de situaciones de 
encierro prolongado por la falta de una gestión con contenidos desde el punto de vista 
psicoterapéutico, educacional...». Y terminaba diciendo: «Entonces, más fondo que el que se ha 
tocado creo que no se puede tocar». ¡Tocaron fondo! El INAU era hasta hace dos meses el 
responsable, quien tiene la tutela de los adolescentes en todo este proceso. 


El señor vicepresidente Katz señaló en la comisión correspondiente de la Cámara de 
Diputados: «Hemos heredado esta institución» —y se refería al Inisa—- «en una situación que definiría 
como caótica; no quiero exagerar, sino que creo que me quedo corto», entre otras cosas por la crisis 
edilicia y por la falta de rehabilitación. 


Por otro lado, el viernes pasado concurrieron delegados del Sindicato Único de Trabajadores 
del INAU y el señor senador Delgado hacía consultas a propósito de esas afirmaciones. Dichas 
declaraciones están en la versión taquigráfica, pero quiero reiterarlo acá para que también quede 
constancia en la versión taquigráfica del día de hoy. El presidente Joselo López decía exactamente lo 
opuesto a lo que señala el directorio de Inisa. A su vez, la siquiatra Eva Migues, directora del Programa 
de Medidas Curativas, señaló que estamos frente a una omisión de asistencia y que en cualquier 
momento puede ocurrir algo. 


Joselo López también hizo referencia a que más de cien trabajadores habían sido atendidos 
por el Banco de Seguros, producto de las condiciones de trabajo y, fundamentalmente, como 
consecuencia —y acá, la señora Fulco y el señor Joselo López repiten una misma expresión— de la 
«violencia institucional que está instalada y que no queremos tapar». Cierro comillas y abro una 
enorme interrogante con respecto a esto. 


Queremos escuchar qué nos pueden decir. Seguramente nos puedan tranquilizar. El INAU 
tiene una responsabilidad nada menor. Acá hay varios temas: el de las obras, el de los funcionarios y 
un tema de fondo que es qué estamos haciendo con esos muchachos que unos dicen que se terminan 
colgando, repito, que se terminan colgando porque las condiciones son terribles, y los otros dicen que 
las nuevas autoridades desmantelaron todas las medidas socioeducativas y que hoy los centros de 
rehabilitación lo que menos hacen es rehabilitar. 


Entonces, les pregunto ¿qué se hizo para terminar así? O, mejor dicho ¿qué no se hizo para 
terminar así? 


Cuando acá vienen las principales autoridades que tienen la tutela de los niños y de los 
adolescentes en nuestro país ¿qué es lo que está pasando que tenemos que escuchar ese deterioro 
institucional del cual el INAU es responsable? Cuando escuchamos a cada una de las autoridades y a 
los funcionarios del sindicato, entendemos que hablan con su verdad y nosotros no lo ponemos en 
cuestión porque no nos corresponde. El problema es que cada uno cuenta un infierno distinto, pero 
infierno al fin porque lo que allí se vive, definitivamente, lo es. Aquí dimos un largo debate y ya 
hablamos en varias oportunidades sobre el tema de los adolescentes en conflicto con la ley. La 
ciudadanía también lo dio y resolvió. 


Sin embargo, quiero hablar especialmente de los recursos porque aquí el Parlamento asignó 
fondos extraordinarios, de fuentes extraordinarias, por una cifra de $ 450:000.000. Ese dinero se había 
destinado a situaciones de catástrofe o emergencias y todos creímos y entendimos que era urgente 
mejorar la infraestructura, por lo que ahora me voy a referir a las obras, dado que era urgente mejorar 
las condiciones de hacinamiento y de violación a los derechos humanos en las que estaban los 
internos. Esto fue dicho por organismos internacionales e internacionales. También, en esta Casa, 
dimos la posibilidad de que se hiciera más rápido a través de la contratación directa y eso fue lo que se 
hizo. Cuando uno pasa raya a esto, obtiene como resultado que se hicieron tres obras. Una de ellas, la 
de La Tablada, que no está habilitada y por eso me gustaría escuchar de parte de las autoridades que 
tuvieron la responsabilidad si efectivamente la obra se terminó. Tengo entendido que se terminó, pero 
está cerrada y eso es grave. No sé por qué está cerrada pero de las tres obras, una no está habilitada. 
Podrán argumentar que hoy es el Inisa el que tiene la responsabilidad de esto pero hasta junio del mes 
pasado el responsable era el INAU. La pregunta es qué van a hacer con estas obras que insumieron 
millones de dólares. 


Otra pregunta que hicimos a los representantes del Inisa —y que ellos nos pidieron que 
trasladáramos a las autoridades del INAU, por eso lo hacemos ahora— fue por qué había 
investigaciones administrativas en curso. Hemos escuchado que hay pagos retenidos y un informe de 
auditoría pero, alguien tiene que hacerse responsable. ¿Quién es el responsable? ¿El Inisa? Creo que 
eso hace a la razón pero el órgano rector en este tema era el INAU. Acá alguien tiene que hacerse 
responsable y decir si recibió la obra en malas condiciones porque las empresas no cumplieron o 
porque el proyecto que presentaron no estuvo bien. No sé. Incluso, desde la administración se habló 
de eventuales denuncias penales y por eso queremos saber si definitivamente hubo denuncia penal, 
civil o auditorías. ¿Cuáles fueron los resultados? ¿Hay resultados? ¿Podemos conocerlos? Digo todo 
esto con total honestidad y creo que cada una de las autoridades que están aquí también tendría que 
hablar con total honestidad. Con esta misma sinceridad y frontalidad se expresó la presidenta del Inisa 
y nosotros lo reconocimos porque será difícil solucionar los problemas si no los ponemos arriba de la 
mesa. Lo cierto es que estamos en una situación grave. 


El presupuesto nacional otorgó seiscientos millones más y las autoridades del organismo 
nos dicen que hay que volver a hacer lo que ya está hecho. Eso es grave. Pero si encima es con 
fondos públicos, más grave, y si estamos en una situación de austeridad y de recortes en el país, más 
grave todavía. Acá escuchamos a algunas autoridades que dicen que lo hecho no sirve para nada, que 
no es posible hacer rehabilitación. Otros dicen que se pueden reparar. El sindicato del INAU ha dicho 
que pueden repararse, pero también le adjudica a esos accidentes laborales a los que López hacía 
referencia, a las malas obras y afirma que las condiciones en las que se trabaja en esos locales de 
privación de libertad, provocan problemas vinculados con el relacionamiento. 


Entonces, yo pregunto, señor presidente ¿Qué tiene para decirnos el INAU con respecto a 
esto? ¿Quién es el responsable de esto? Además de las auditorías, ¿qué ha hecho el INAU? ¿Quién 
se hace cargo de esto? Acá hay un integrante del directorio del gobierno pasado. ¿A ustedes les 
parece que tenemos necesidad de terminar así? ¿Hay necesidad de terminar así? 


Nosotros tuvimos toda la esperanza de crear una nueva institución descentralizada, creyendo 
que esta situación iba a cambiar. Advertimos que no se tratara solamente de un cambio de nombre 
porque, si no, definitivamente, íbamos a estar exactamente en la misma situación. 


Me gustaría escuchar, señor presidente, alguna reflexión y acciones del INAU porque, repito, 
esta institución tuvo la responsabilidad —responsabilidad política- de dirigir al Sirpa —y antes, los 
nombres que cada uno de nosotros conoce y que fueron derivándose en lo que hoy es el Inisa— y 
especialmente porque las autoridades del Inisa nos dijeron que es en el INAU donde están radicadas 
estas denuncias. 


Yo siento que hoy estamos siendo espectadores de una batalla entre el Inisa y algunos 
funcionarios, y nos vienen a trasladar un «problemón». Y no es el Parlamento el que debe resolverlo, 
pero sí tenemos la responsabilidad de advertir, de escuchar y de no pasar por alto lo que está 
sucediendo. El Parlamento tiene la obligación de saber para qué se hacen las obras, para qué vienen a 
pedirnos los recursos, cuál es el destino de esos recursos y cuáles son los resultados. La verdad es 
que en estos resultados ponemos «reprobado». Reprobado. 


En un momento en el que estamos recortando gastos en varias cosas imprescindibles —y esa 
también es nuestra tarea, analizar las prioridades, las cosas necesarias—, que en estas obras se haya 
gastado lo que se gastó, es algo inaudito, señor presidente. 


También escuchamos a las autoridades reflexionar sobre ese divorcio y los funcionarios. Eso 
también nos parece complejo y las autoridades del Inisa nos trasladaron su preocupación, 
especialmente en un proceso de transición bastante largo. Pero me gustaría conocer la opinión de las 
autoridades sobre un tema que es grave y saber cuál es la reflexión que tienen para hacer. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR AMORÍN.- Damos la bienvenida a la delegación del INAU. 


Quisiera hacer una pregunta bien concreta que tiene que ver con la visita del Inisa a esta 
comisión. 


Cuando ellos concurrieron nos explicaron las enormes dificultades que tenían en distintas 
áreas. Nosotros les planteamos que queríamos saber cómo se gastaron los veinte millones de dólares 
destinados a la construcción de algunas edificaciones. Les preguntamos si se hizo un llamado directo, 
si hubo una licitación, cuáles son las empresas constructoras que trabajaron en el tema, qué informes 
se habían hecho y cómo se había procedido. Y el doctor Katz nos contestó: «Cuando vimos los 
edificios y entendimos que eran edificios para mediana y máxima seguridad —porque así nos lo 
expresaron—, en los que los hierros se doblan —porque son hierros dulces— y las paredes se rompen — 
porque están huecas o rellenas de material que no es el adecuado-—, solicitamos inmediatamente una 
auditoría vía Ministerio de Desarrollo Social e INAU, la cual le fue encomendada al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Quiere decir que pusimos en conocimiento la problemática a las 
autoridades. Nosotros en ese momento éramos el Sirpa y nuestras autoridades eran el INAU, y 
vinculado al Poder Ejecutivo, el Ministerio de Desarrollo Social. Nosotros, como directorio, hemos 
cumplido con lo que era nuestra responsabilidad. Estos edificios no cumplen con la función para la que 
fueron creados. Ese es un hecho objetivo. Para poder seguir con la administración tenemos que hacer 
un parate y pedir una auditoría, cosa que también hicimos. El resultado de la auditoría y cómo se 
gestione a nivel administrativo y a otros niveles -se habla de denuncias y demás-, en realidad, está en 
la órbita del INAU y del Ministerio de Desarrollo Social porque, cuando se hicieron esas edificaciones, 
fue desde la órbita del INAU». 


Ante esta gravísima denuncia que se hizo en esta comisión, queremos saber qué hizo el 
INAU y tener toda la documentación de cómo ocurrieron estos hechos. Se habla de un gasto de 20 
millones de dólares, de hierros que se doblan porque son hierros dulces, de paredes que se rompen 
con solo pegarles, en edificios que eran para mediana y máxima seguridad. Entonces queremos saber 
cómo se licitó, cómo se presupuestó, qué se pidió, si el error está en el proyecto que se pide o en el 
que lo hace, qué empresa constructora funcionó, qué informe hizo el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, qué hizo el INAU, si hubo denuncias, si hubo denuncias penales, qué se hizo. 


Esto va a quedar en actas, para que ustedes tengan las preguntas, porque es probable que 
hoy no me puedan contestar. No sé si ustedes estaban en el INAU en ese momento. Pero esto es 
gravísimo. La denuncia que se hace acá es gravísima. Se gastaron USD 20:000.000. Estamos 
hablando de que vienen acá para pedirnos USD 200.000, y acá se gastaron USD 20:000.000 en 
edificaciones que tienen hierros dulces. No sé nada de este tema; no había escuchado de esto. Pero 
los doblan. Les pegan a las paredes y se caen. Se gastaron USD 20:000.000 en esto, en un momento 
de dificultades extraordinarias. 


Entonces, queremos saber —las preguntas, insisto, van a estar en actas— el detalle de lo que 
se hizo con esto y si se hicieron denuncias, si alguien se hizo responsable de este desastre. Esto no lo 
dijimos nosotros; lo dijo el doctor Katz. Lo que queremos saber es si alguien se hizo responsable de 
este desastre, porque no puede ser que sucedan estas cosas y acá no pasó nada, las hacemos de 
vuelta y gastamos USD 20:000.000 más. 


SEÑOR BORDABERRY.- El 19 de mayo del año pasado elevé un pedido de informes al Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay acerca de estas obras y pregunté, en especial, si una empresa que 
estaba en concordato y que había hecho muchas obras para el Estado había sido contratada para 
estas obras. No me lo han contestado y pasó un año y pico largo. Entiendo los tiempos del Estado, 
pero por lo general no lleva más de un año responder un pedido de un legislador. Les voy a dejar una 
copia y les voy a pedir si me lo pueden contestar también. Me refiero a una empresa que hizo una 
cantidad de obras con el Estado directamente y sin ser contratada. 


Le reitero, señor presidente, mis dudas sobre la regularización de los contratos de talleristas 
que están haciendo. El objetivo, de acuerdo con la ley n.* 16.170 es claro: no se trata de contratar 
contadores u otros servicios. Ahí hay una desviación de las tareas. 


SEÑORA MOREIRA.- Voy a hacer algunos comentarios generales y después me voy a sumar a las 
preguntas. 


El primer comentario general es que he gastado mis pestañas mirando todo lo que se ha 
dicho en la comparecencia de Inisa a la Cámara de Representantes en cuanto al INAU. Algunos 
comentarios se repiten como, por ejemplo, lo de los USD 20:000.000 del vicepresidente Katz en las 
dos comparecencias. Y vamos llegando, en esta segunda cámara, al fin de estas indagaciones. 


Me gustaría empezar diciendo que es muy difícil ser una institución modelo atendiendo a la 
población más vulnerable del país. Es como querer tener cárceles modelo. Estar en la cárcel es una 
cosa terrible, pues se trata de la privación de un derecho humano fundamental, como es la libertad; hay 
dos derechos fundamentales que son la vida y la libertad. Así que lo que hace el INAU, en la Cámara 
de Representantes y también ahora, es poner en perspectiva cómo pasamos del modelo del 
correccional juvenil del que parte el INAU —cuando éramos niños, se decía «vos sos del Consejo del 
Niño» y aún hoy se repite—, a una institución que trabaja con el estigma. Hoy partimos del Código de la 
Niñez y la Adolescencia, que nos pone en una perspectiva jurídica distinta, en la que los niños pueden 
opinar y decir lo que quieren. Evidentemente, esta perspectiva es radicalmente distinta a la que tenían 
en su inicio estas instituciones. 


Pero, llamo la atención sobre un tema que nos interpela, porque a veces queremos resolver 
todo con las instituciones y la sociedad no se interpela a sí misma. Me refiero a los cambios en los 
arreglos familiares. Cuando leo que hay 1.900 niños que llegan al INAU o que hay 1.900 denuncias por 
abuso, y 400 son por abuso sexual al año. Para ponerlo en la escala de los problemas del Uruguay, 
pensemos que tenemos 296 homicidios y 600 suicidios, y hay 400 denuncias por abuso sexual de 
niños al año, 80% crónicas, reitero que eso nos interpela profundamente como sociedad. Somos una 
sociedad chiquita, sin cambios demográficos, en donde la familia nuclear de referencia va dejando 
paso a otros arreglos familiares. Justamente, estamos en uno de los corazones del problema cuando 
hablamos de las familias, de las nuevas familias; del aumento de la tasa de divorcialidad; de los nuevos 
arreglos y los nuevos desarreglos familiares; del aumento de la jefatura femenina sin cónyuge y con 
hijos, lo que ha significado un aumento dramático en los últimos veinte o treinta años. Entonces, me 
impresiona mucho cuando no recuerdo quién dijo que antes los niños del INAU venían de familias 
pobres, y ahora es más lo que llega al INAU por violencia que por pobreza. Ese es un primer hecho 
grande como una casa. El INAU está recibiendo a los hijos de la violencia mucho más que a los hijos 
de la pobreza. Quiere decir que los hijos del Estado vienen de los hijos de la violencia intrafamiliar, no 
de la pobreza, y eso me parece un dato enorme que no debemos pasarlo por alto. 


Asimismo, los que venimos del período pasado sabemos todo lo que trabajamos en la 
separación del Sirpa, cuando lo creamos en aquella comisión bicameral que estuvo funcionando 
durante mucho tiempo en el marco de los acuerdos de seguridad. Esto quizá fue lo más consensual de 
todo. Y cuando veo los números del INAU, aprecio que atiende a 85.000 niños frente a los 600 del 
Inisa. Por cierto que el 70% de estos niños están entre O y 5 años. Entonces, si yo le tuviera que 
preguntar al INAU lo haría más por el modelo CAIF que por otra cosa, pues me parece que es de los 
números más grandes que tiene. Sobre el modelo CAIF tengo mis dudas, pero es lo que hay. Solo en 
este período de referencia creo que aumentaron en catorce. 


Todo el mundo sabe lo que cuesta construir una nueva institución educativa. Y, obviamente, 
para mí blindar a la infancia es lo primero, en cualquier sistema nacional de cuidados, porque la 
infancia es el futuro. Es cierto que la pobreza en la infancia sigue siendo superior a la pobreza en la 
adultez, pero por lo que los números me dicen, la pobreza en los niños cayó del 53,4 % en el 2006 al 
20,6 % actualmente. Esa es una manera de blindar a la infancia que supera a las instituciones y es 
parte de un programa integral de gobierno. Pero insisto en que para la infancia pobre tenemos una 
institucionalidad, pero para la vulnerada, la que está en situación de acogida, que son unos 4.000 
niños, no se trata de un problema de infancia pobre, sino de la infancia vulnerada como resultado de la 
violencia. Eso trae otra cantidad de problemas y de marcas de origen que luego se prolongan para toda 
la vida. Y, por supuesto, hay un divorcio en las pautas de fecundidad de la sociedad uruguaya que es 
brutal. Las mujeres de mayor educación relativa tienen menos hijos de los que quieren y las de menor 
educación relativa, tienen muchos más de los que quieren. Llamo la atención sobre este punto, porque 
se trata de un fenómeno general pero la diferencia en las pautas de fecundidad de acuerdo con las 
clases sociales en el Uruguay es muy pronunciada. 


Creo que hay algunos datos importantes que trae el INAU, como es el caso de la reducción 
en un 22 % en el número de menores infractores internados. Hay otra cantidad que también se ha 
reducido un poco de niños con medidas alternativas a la privación de libertad que, en lo personal, me 


gusta. Y también me gusta el aumento de los CAIF, porque más allá de que deberíamos analizar esto 
es un modelo que seguimos aumentando en virtud de que la urgencia nos lleva a ello, pero sin una 
evaluación general al respecto. 


En cuanto a las violaciones a los derechos humanos en las cárceles, nos enteramos que han 
muerto más de veinte personas en los institutos de privación de libertad en este año. El suicidio 
adolescente es terrible en este país y el hecho de estar en una cárcel es estar privado de un derecho 
humano fundamental. Sé que sobre este tema del uso de la prisión como medida correctiva tenemos 
una gran discusión entre los partidos. Por supuesto, los aumentos de pena favorecen el hacinamiento y 
además están todos los aumentos de recursos presupuestales que nunca van a alcanzar si no 
terminamos laudando la discusión sobre el conflicto con la ley, no a favor de las cárceles sino de la 
rehabilitación fuera de las cárceles y de las internaciones. Aprovecho para insistir sobre este concepto 
una y otra vez. 


Con respecto a las obras, he mirado las comparecencias a la Cámara de Representantes y 
de allí surge mi única pregunta para las autoridades del INAU. Sé que el INAU es responsable penal y 
civilmente por toda la infraestructura y por todas estas obras. Veo que ha habido problemas con esas 
obras y también he leído algunas afirmaciones en cuanto a que no existe un estándar internacional de 
lo que debería ser un establecimiento seguro, porque eso depende de las medidas socioeducativas 
que allí se quieran establecer. Me he fijado que es muy difícil tener estándares internacionales que 
determinen cuál es el establecimiento seguro para esos niños. Parece que eso depende de una 
cantidad de factores y como he leído en las versiones taquigráficas sobre este aspecto, me gustaría 
que la delegación me pudiera informar en ese sentido. También voy a decir que, a mi criterio, el INAU 
está tratando de defender la plata del Estado, impidiendo que las empresas que no cumplen sigan 
cobrando. Esta es la otra pregunta que quería hacer. En realidad, creo que eso es lo que el Estado 
debe hacer con relación a la plata que se estipuló para hacer sus obras. Y, leyendo la versión 
taquigráfica, tengo entendido que así es pero, en todo caso, preguntaría al respecto. 


Para terminar digo que, en mi opinión, estamos no al final, sino en la mitad de un proceso. 
Creo que estamos en mitad de camino hacia la comprensión de lo que sucede en la sociedad uruguaya 
que, a mi modo de ver, tampoco termina de comprenderse a sí misma: no entiende por qué es violenta, 
por qué es machista, por qué es homofóbica, ni entiende lo dura que es la convivencia entre todos 
nosotros, y lo digo desde una perspectiva femenina y feminista, señor presidente. Pienso que estamos 
en medio de una perspectiva jurídica que ha cambiado mucho en los últimos años todo lo referido a los 
niños como sujetos de derecho y no como objetos de aplicación de penalidades correccionales. Y ese 
cambio en la perspectiva jurídica es, también, un cambio en nuestra perspectiva generacional sobre el 
tema de la autoridad. Las generaciones pasadas fueron mucho más violentas que la nuestra en 
relación con los hijos y con los niños en general. De modo que, repito, el cambio de la perspectiva 
jurídica es un cambio de perspectiva generacional en relación con el tema de la autoridad y la 
minoridad. 


Y, sin duda, estamos en medio de un proceso de cambio institucional. La señora senadora 
Alonso decía que todas las separaciones son difíciles. En lo personal, creo que estamos procesando 
esta separación del Inisa. Recordemos que aprobamos la ley hace muy poco tiempo. Me parece que 
una parte de los problemas que fueron planteados en las dos comparecencias ante esta comisión, 
tiene que ver con ese proceso y con ese itinerario. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Seré breve, señor presidente, porque es tarde y porque a la presentación del 
Directorio del INAU, más allá de haberla escuchado, la volveremos a leer, dado que constituye un 
material más que interesante. En realidad, es una recopilación de lo que se hace a nivel del INAU con 
una población a atender que, según vemos, aumentó, llegando a la cifra de 85.000, aproximadamente. 
En comparecencias anteriores, si mal no recuerdo, se habló de 67.000 o algo por el estilo. Celebro que 
la institución, que debe preocuparse por las políticas relativas a la infancia, pueda asumir esa 
responsabilidad con muchos más niños y niñas. Para mí, no es una cuestión poco importante el poder 
aproximarse con políticas de infancia a niños y niñas en distintas situaciones de vulnerabilidad; en esos 
casos, las políticas de infancia deben ser, de alguna manera, planteadas, dirigidas y estimuladas desde 
el organismo rector de las mismas. 


La presentación que se ha realizado aquí ha sido más que interesante. Muchos de nosotros 
conocíamos estas áreas porque nos preocupamos por tener una idea cabal de las cosas que se están 


haciendo en esta materia. Y, como he dicho varias veces, el INAU es la histórica cenicienta de la 
institucionalidad uruguaya, cuando no debería ser así. Creo que independientemente del cambio de 
nombre, siempre ha habido una tendencia en la sociedad a estigmatizar un poco a los niños o niñas 
procedentes del organismo señalándose, justamente, muchas veces: «Este chiquito viene del INAU», o 
«A este chico lo integraron en esta clase, pero vive en el INAU». 


Por supuesto, me parece más que interesante que todos aquí podamos decir que nuestra 
preocupación es que todos los niños y niñas sean sujetos de derecho. Entonces, más allá de que me 
resultaron más que constructivas la presentación y la documentación que hoy se trajeron, quisiera decir 
algunas cosas. 


Esta presentación del Directorio del INAU me deja una sensación totalmente diferente a la que 
me dejó la del Directorio del Inisa, que realmente me generó muchísima preocupación, y no solo a mí, 
sino a muchos otros integrantes de esta comisión que, aunque desde diferentes ángulos, también 
plantearon su gran inquietud. 


Ustedes están haciendo un planteo de cosas a realizar en función de una metodología de 
trabajo, de una preparación de áreas, de un análisis de cambios, de cosas que hay que dejar como 
están y de otras que hay que reafirmar o modificar, etcétera. Nos parece un planteo fuerte, serio y 
comprometido. Sin embargo, vi a la dirección del Inisa hacer un planteo muy quejoso, tambaleante, en 
el que se planteaba prácticamente la imposibilidad de llevar adelante algunas de las tareas 
encomendadas. 


Incluso, ante algunas preguntas como, por ejemplo, referidas a las medidas socioeducativas 
y a las medidas privativas y no privativas —tema para mí fundamental; se dice que soy insistente en 
estas cuestiones, pero me hago eco del planteo de la señora senadora Moreira— y no recibí respuesta. 
Cuando vino el gremio del INAU a la subcomisión de audiencias, para una comparecencia de 15 
minutos, el tiempo no fue suficiente y nuevamente el tema de las medidas socioeducativas, además de 
otros, quedó pendiente. No obstante, algunos temas fueron esbozados y, más aún, tengo un informe 
detallado del maestro Eduardo de Freites sobre todos los planes vinculados a la educación, el trabajo, 
la inserción laboral, etcétera. 


En este último caso, se trata de un documento que había sido presentado en virtud de una 
solicitud de la Institución Nacional de Derechos Humanos. Se trata de un informe muy detallado sobre 
lo que se hizo y lo que no se hizo en relación con las medidas socioeducativas, pero de su lectura 
queda una impresión más que positiva. Tengo entendido que este programa fue dejado de lado y el 
maestro, que estaba a cargo, ya no forma parte del equipo. 


Una situación similar ocurrió con la doctora Míguez, que estaba a cargo de los servicios 
médicos y psiquiátricos. Con esta profesional, en más de una oportunidad, por situaciones de derechos 
humanos que se me venían a plantear —tema en el que trabajé en la otra cámara—, siempre tuve una 
relación muy fluida y siempre recibí una respuesta inmediata desde su propio ámbito institucional. Sin 
embargo, creo que ahora está haciendo certificaciones médicas y no cumple tareas con los chiquilines. 
A mi juicio y mientras no me demuestren lo contrario, cumplía una tarea de aproximación con la 
problemática cotidiana de los chiquilines, a tal extremo que, en una situación bastante compleja, con un 
adolescente internado —para evitar problemas internos en relación con la posibilidad de brindarle una 
atención personalizada y en virtud de la inquietud planteada por la madre—, me planteó que me 
quedara tranquila porque todos los chicos que estaban allí serían atendidos de forma que no se 
generara ningún tipo de problemas. Me daba la impresión de que había un total conocimiento y una 
total aproximación con los chiquilines en ese momento. Sin embargo, la doctora Míguez también fue 
dejada de lado. 


Dichas estas palabras, la pregunta que quiero hacer es la siguiente. Hasta 2015 funcionó la 
comisión delegada, pero con autoridades propias, que podían tomar decisiones y tenían poder de 
iniciativa. Antes de la ley de creación del Inisa había cinco programas, luego de aprobada esa ley se 
establecieron ocho programas; o sea que se agregaron tres, en función de los anteriores que ya se 
aplicaban a nivel del Sirpa. No pretendo que me lo contesten ahora, pero ante la pregunta de qué 
evaluación se podía hacer, cómo se veía la evolución de los adolescentes de acuerdo con la aplicación 
de determinados programas, se me respondió que me enviarían después la información 


correspondiente. Por eso, quiero saber si por lo menos pueden hacer un esbozo general y cómo se 
observa desde el INAU los resultados de las medidas socioeducativas, no con los detalles que 
competen a la institución encargada de este tema por decisión del Parlamento, que le otorgó esas 
potestades. 


En síntesis, me gustaría señalar que hoy salgo de esta sesión con la convicción de que hay 
un trabajo fuerte, de equipo, respaldado por los técnicos. Creo que se está avanzando en los nudos 
más  dificultosos que, históricamente, podía haber tenido INAU,  propendiendo a. la 
desinstitucionalización de los chiquilines, al apego con sus familias de origen, etcétera, etcétera. 
Además, sabemos que la descentralización genera ciertas autonomías que tienen que ver con un 
proceso de transición que se planteó acá. A mí esto me abrió algunos signos de interrogación y mucha 
preocupación respecto de la actitud que pueda tener un directorio que asume, públicamente en una 
comisión, cierta incapacidad de proseguir con las tareas que eventualmente tiene por delante. 


Esta fue una reflexión y, al mismo tiempo, una pregunta para que se responda de forma 
genérica sobre el estado de situación de eso que oportunamente pusimos a andar a través de las 
leyes. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sin ánimo de entrar en controversia entre los senadores, quisiera dejar dos 
o tres constancias y un aviso al directorio del INAU para que sepa por dónde vamos a ir en el futuro. 


Es cierto que la libertad es un derecho humano y eso lo reconocemos todo, pero ese derecho 
humano cede a partir de una ley el día que se violan otros derechos humanos, como lo son el derecho 
a la vida o el derecho a la seguridad de los ciudadanos. Entonces, si hay un menor de edad que mata a 
una persona, que alguien me explique cómo hacemos para evitar que lo siga haciendo, si no lo 
recluimos y lo privamos de ese derecho humano que es la libertad. No conozco otro sistema. 
Obviamente, se le recluye para tratar de reeducarlo, contenerlo y resocializarlo, pero también para 
proteger a los ciudadanos honestos, para que ese menor no siga matando. Si no se está de acuerdo 
con eso, propongan una ley que establezca que se los libere y, entonces, veremos qué es lo que pasa, 
porque hasta ahora no hay un sistema de ese tipo. Por tanto, no se puede hablar del derecho humano 
a la libertad y decir que tenemos diferencias en eso. La libertad es un derecho humano por el que 
peleamos todos los días, pero también lo es el derecho a la vida y a la seguridad mínima que se 
necesita en una sociedad. No nos podemos hacer trampas al solitario con eso. Y, ¿para qué es la 
reclusión? Para resocializar y también para separar de la sociedad a ese menor que delinque, que viola 
y quebranta la ley, para que no lo siga haciendo, protegiendo así a los ciudadanos. Creo que eso es 
básico. 


Reitero que son menores que delinquen y lo digo porque parecería ser, señor presidente, que 
porque cambiamos los términos solucionamos los problemas. Ahora hay que hablar de menores en 
conflicto con la ley; no, son menores que delinquen, al igual que hay mayores que delinquen. No por el 
hecho de ser mayor o menor se es delincuente; se es delincuente cuando se viola la ley. Entonces, 
¿quién es el delincuente? El que delinque, y el que delinque es quien comete un delito que es un 
quebrantamiento de la ley. Llamémoslo por su nombre y no nos hagamos más trampas usando la 
expresión «menores en conflicto con la ley» como si llamándolos así fuéramos a solucionar el 
problema. No nos quedemos con el eslogan y vayamos al fondo del asunto. 


Lo otro que es muy importante que sepa el INAU es lo siguiente. Sé que no hay nada peor 
que llegar a un lugar, tener que mirar lo que hizo quien estaba antes y trabajar sobre eso, pero es lo 
que les tocó. A ustedes les tocó seguir con un trabajo que hicieron otros y sobre el cual hay una 
cantidad de dudas, desde los contratos de los talleristas que se están regularizando sin norma 
habilitante hasta las construcciones que se hicieron en el actual Inisa. Sobre eso les vamos a pedir 
mucha información porque son ustedes quienes la tienen. Además, vamos a seguir pidiéndoles 
información porque es nuestro deber. 


Sé que tendrían que estar poniendo todas sus fuerzas en ver cómo atender a los menores 
que están a su cargo y en todas las tareas que deben realizar, pero también les tocó esto y es con 
ustedes con quienes podemos hacerlo, por tanto, en los tiempos que vienen vamos a seguir insistiendo 
al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de darle la palabra a la presidenta del INAU, quisiera hacer algunas 
puntualizaciones. Este es un tema complejo que a todos nos preocupa, que a todos nos debe ocupar, 
que claramente debe ser una prioridad y que nos deja un conjunto de tareas a los legisladores, a partir 
de algunas comparecencias recientes en esta comisión, pero la complejidad y muchas de las cosas 
que aquí se plantearon exceden ampliamente las competencias y el objetivo de esta comisión. 


Por lo tanto, voy a ceder el uso de la palabra al directorio del INAU a los efectos de que, con 
libertad, respondan las consultas que se hicieron, pero quiero dejar muy claro cuál es objetivo y las 
competencias de esta comisión. 


SEÑORA LINDNER.- Estoy segura de que mis compañeros también van a querer hacer uso de la 
palabra porque se plantearon temas importantes, relevantes, que nos convocan al debate y a la 
responsabilidad. 


En primer lugar, quiero decir que realmente me gustaría tener un ámbito de discusión en 
profundidad sobre la realidad de la infancia y la adolescencia en nuestro país, porque por algo hemos 
asumido esta responsabilidad que nos ocupa, que nos preocupa, pero que también nos apasiona. El 
instituto quiere hacer un aporte en ese sentido, a partir de lo que es la acumulación de su trabajo. 
Como ya planteamos, el INAU no es la única institución que trabaja en los temas de infancia y 
adolescencia. Ahora bien, nos gustaría profundizar en algunos temas, como la posibilidad de salir de la 
emergencia para trabajar en los temas de rectoría, porque creemos que la sociedad uruguaya se debe 
un debate mucho más profundo que mirar solamente el problema de la realidad de los niños y 
adolescentes de este país; estamos cortos en esto. Debemos debatir sobre los aspectos que tienen 
que ver con cuál es el lugar que tienen los niños y los adolescentes en nuestra sociedad. En ese 
sentido, hubo debates muy importantes, como la discusión de la ley del «no a la baja», por ejemplo, 
que generó un debate profundo sobre algunos de los temas que planteaba el senador. Realmente, 
creemos que estos temas están presentes en la discusión política y social, y de alguna manera marcan 
diferencias en torno a la interpretación de la realidad. Esto es imprescindible en una sociedad 
democrática y claramente define los horizontes a partir de los cuales se definen las políticas públicas. 


No voy a entrar en un debate con relación a la situación actual. Es imposible llevar adelante 
una gestión si no se parte de una realidad y no se establecen las complejidades, las dificultades, la 
realidad de la infancia y las líneas de trabajo que vamos a llevar adelante en una gestión. No voy a 
ahondar en datos estadísticos, indicadores, resultados e impactos de las políticas públicas, porque ese 
no fue el objetivo de nuestra presentación, pero quedamos a total disposición para rendir cuentas del 
trabajo realizado por nuestra institución. Ahora bien, en el año 2006 había un 45% de niños y 
adolescentes, entre 6 a 12 años, bajo la línea de pobreza, y hoy estamos lidiando —-muy preocupados 
y ocupados— por casi un 20% de niños que están en situaciones de pobreza. Acá se plantearon 
aspectos relativos a la reproducción de la pobreza en una sociedad demográficamente envejecida, que 
hace a realidades que si no las ponemos sobre la mesa es imposible transformar. Podríamos ahondar 
en estos indicadores de la realidad, pero no vinimos preparados para eso. Sí debemos tener en cuenta 
algunos elementos que están vinculados con nuevos problemas sociales y dificultades, algunos de los 
cuales planteó la senadora Moreira. El propio desarrollo trajo complejidades y problemáticas 
diferenciales que hace relativamente poco tiempo ni siquiera existían como problemas en la vida de 
esta sociedad. Podemos hablar de elementos que mencionó la senadora Moreira vinculados con la 
violencia. ¡Si habrá para hablar de este tema y para analizar de dónde venimos y qué pasa con la 
violencia que está mucho más metida en el conjunto de la sociedad y que se puede evaluar por 
indicadores que no son los que siempre se utilizan, como el tema del suicidio, la autoprotección y los 
accidentes de tránsito! ¡Si tendrán representación estos temas, y si afectarán a los niños y a los 
adolescentes! 


Creemos que esto es parte de una discusión mucho más profunda, que tiene que ver con la 
necesidad de una sociedad de mirarse, de revisarse, de repensarse, porque también los temas de la 
salud mental o del consumo abusivo de sustancias psicoactivas, así como una serie de elementos 
vinculados con la seguridad y con el tráfico, hacen que efectivamente tengamos problemas sociales 
diferenciados. Además, esto está vinculado con el desarrollo, porque hay líneas de trabajo y políticas, 
por ejemplo, con relación a la explotación sexual, que involucran a otros sectores y actores. En todos 
los lugares del interior del país que son polos de desarrollo en los que hay tránsito de camioneros y 
gente que viene a hacer turismo, el Ministerio de Turismo ha hecho una campaña muy interesante con 
relación al consumo de sexo y, fundamentalmente, la explotación sexual de niños y adolescentes. En 


las sociedades modernas hay realidades de altísima complejidad que tenemos que revisar, inclusive 
desde la propia academia, y que tienen que ver con la formación de los técnicos y los profesionales. 


(Ocupa la presidencia la señora Daniela Payssé). 


—Hay situaciones vinculadas a algunos de los problemas que hacen a nuestra institución, 
como los de la salud mental, y en nuestro país solo hay sesenta psiquiatras infantiles. Muchos de ellos 
trabajan en nuestra institución y eso también hace que sea un peso muy importante, dado que hay que 
responder a situaciones de alta complejidad que trascienden absolutamente las posibilidades 
institucionales. 


En este sentido, queremos defender aspectos que hacen a la gestión. En 2004 el INAU 
atendía a 59.041 niños y en 2016 hablamos de 84.675 niños atendidos en los distintos programas. 
Quiere decir que la institución creció en su cobertura en un 43 % en muy pocos años. Es una 
institucionalidad que ha crecido enormemente, que da respuestas a diferentes y complejas realidades y 
que, por supuesto, necesita ser revisada. En esto, senadora Alonso, no queremos dejar de soñar y de 
imaginarnos, porque todos los días trabajamos con el dolor, con el sufrimiento; todos los días nuestros 
trabajadores y técnicos tienen que dar la cara frente a problemas sociales de altísima complejidad y 
aquí las respuestas no son fáciles. Por lo tanto, una sociedad que no sueña... 


SEÑOR HEBER.- Estamos soñando con una respuesta a lo que hemos preguntado: ¿qué pasó con los 
USD 20:000.000? 


SEÑORA LINDNER.- Ya lo voy a contestar, señor senador, pero también se hicieron otras preguntas. 
Realmente no quiero dejar de soñar. 
(Intervención del señor senador Heber que no se escucha). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero amparar a la señora presidenta del INAU en el uso de la palabra y 
voy a pedir que le permitan contestar en el orden que ella considere adecuado. 


SEÑORA LINDNER.- Estábamos planteando elementos vinculados a la gestión y, con gusto, 
aportaremos la información que se requiera. 


Con relación a la solicitud del señor senador Bordaberry, debo decir que fue respondida el 3 
de agosto de 2015 por expediente 14.799, y podemos revisar la llegada de la información. En ese 
sentido, quedamos a disposición para contestar —hemos recibido varias solicitudes del Parlamento en 
los últimos días—, porque informar y dar cuenta es un esfuerzo que debemos realizar. 


En cuanto a lo que se planteó hoy sobre la rendición de cuentas y el presupuesto del Inisa, 
nosotros no vamos a opinar. Como directorio hemos definido que cada uno debe ser responsable; 
nosotros sabemos de nuestra responsabilidad legal e institucional y queremos asumirla, porque en un 
proceso de altísima complejidad que los legisladores tienen claro se establecieron competencias 
delegadas y en una segunda ley aprobada el 31 de diciembre, elementos que no están definidos con 
márgenes de claridad en la legislación, que remiten a esas responsabilidades que no queremos omitir. 
Cada uno tiene que hacerse cargo de sus dichos; nosotros no rehuimos ni nos desresponsabilizamos 
porque, repito, sabemos que tenemos responsabilidades institucionales y jurídicas. 


Desde que asumimos hemos tomado cuenta y realizado acciones vinculadas a los procesos 
de constatación de las obras, para lo cual pedimos auditorías que han dado lugar a intimaciones. Una 
de las empresas presentó una demanda y el INAU presentó una contrademanda. Hay situaciones de 
litigio por no cumplimiento que están en la órbita de los procesos administrativos y jurídicos, que 
estamos reclamando a las empresas, de los que podemos detallar algunos aspectos importantes. 
Acabamos de finalizar una constatación de obra a cargo de profesionales que implica la posibilidad de 
tener registros, lo que permite hacer las reparaciones de obras que se consideren vitales para el 
desarrollo de los chiquilines. 


Todos los que trabajamos en las instituciones del Estado sabemos que los tiempos de la 
administración y de la justicia no son los mismos que los de la gente y menos aún de los chiquilines, 
pero esos son elementos ineludibles. Nosotros tenemos la absoluta tranquilidad que desde que 
comenzó esta gestión y se constataron incumplimiento o dificultades en las obras se han tomado 
definiciones —por esa razón nos acompaña el arquitecto Galcerán, que fue parte del grupo de trabajo 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas— de las que tenemos profusa y amplia documentación, 
pero que como está en la órbita jurídica nos parece importante respetar, porque en este momento 
estamos litigando con cada una de las empresas responsables. 


Por lo tanto, me gustaría que se le diera el uso de la palabra al director Dardo Rodríguez 
para que responda en base a un informe que tenemos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (DARDO).- Señora presidenta: en realidad no pensaba intervenir, pero no 
entiendo la razón por la cual fui aludido. Aquí se dijo que acá hay un miembro del directorio que estuvo 
en el directorio pasado, que implica muchas cosas. No sé lo que está pensando la señora senadora 
sobre mi conducta, sobre mis actitudes. Puedo pasar todo el tiempo que sea necesario en un debate 
dando mi opinión con relación a lo que sucedió en el período pasado y respecto a las actitudes, a los 
compromisos y a las decisiones que adopté como miembro del directorio. No tengo ningún problema 
en hacerlo. Es más; lo hice durante todo el período pasado compareciendo todas las veces que me lo 
solicitó el Parlamento. También me puse a disposición de los partidos para informar y explicar cada una 
de las decisiones que se tomaron. 


Ahora bien; estuve en el directorio pasado como estuvo en el directorio del Sirpa el señor 
José María Mieres y luego, el señor Manzor. Ellos saben mucho más que yo cómo se fueron 
procesando cada una de las decisiones que se tomaron en torno a las obras del Sirpa. Ellos nos 
dijeron cuáles eran las decisiones que habían tomado, qué camino querían seguir y los fundamentos 
de por qué lo hicieron. Nosotros avalamos ese proceso. Creo que la señora senadora Alonso tiene más 
información que yo con relación a ese tema. Estamos en las mismas condiciones; los señores Mieres y 
Manzor estaban en el Sirpa y ahora están en el Inisa y yo estoy en el Directorio del INAU, en 
representación de la oposición. Insisto: puedo dar mi opinión, pero me parece que la señora senadora 
puede acceder a mayor información. 


(Dialogados). 


SEÑOR AMORÍN.- En realidad, nosotros queremos saber qué pasó con las denuncias que hizo la 
gente del Inisa, que vino acá a decir que era un desastre, que se hizo una construcción desastrosa y 
que habían hecho denuncias claras al INAU. Personalmente no me interesa quién estaba en el Sirpa, 
sino que las actuales autoridades del INAU nos digan qué hicieron con esas denuncias. Me parece que 
es bien sencillo. La presidenta avanzó en algo. Me gustaría saber si estamos en una instancia judicial; 
quiénes eran las empresas constructoras; cómo se llamó a licitación —si es que se llamó-— y por qué se 
eligió a la empresa que ganó. ¿En base a qué proyectos se hizo la construcción? Eso es lo que 
queremos saber, porque esto salió mal. Si estaba Mieres u otra persona, no me importa; me interesa el 
tema institucional, porque este no es un asunto personal. Entonces, lo que pedimos son respuestas. Si 
no nos pueden dar respuestas, díganlo y buscaremos por otro lado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (DARDO).- Hay respuestas para todo y para todas las preguntas que se han 
hecho aquí. No tenemos intención de ocultar absolutamente nada. En todo caso, lo que acaba de decir 
la señora presidenta es que desde el momento en que estamos en negociación en algunos casos y en 
otros, con algún juicio con la empresa, existe información que es obvio que está reservada para 
salvaguardar los recursos del Estado; pero esto no es información secreta. Mientras siga el 
procedimiento, podemos proporcionar la información en forma discreta para que cuenten con ella. 


Algo muy importante a mi juicio es que las denuncias que se hicieron acá por parte del 
Directorio del Inisa, el tono que se usó —lo digo con todo respeto—, no ameritaban consideración y 
respeto. Decir que porque en un lugar había hierro dulce y se quebró hubo un derroche de USD 
20:000.000, es lo mismo que si yo saliera a decir mañana, a raíz de un problema entre un funcionario y 
un internado —en uno de los tantos centros que tiene el INAU—, que los funcionarios que atienden 
niños en el organismo son un desastre. Quiere decir que sobre un hecho, un acto concreto, se 
generaliza para todo. 


Entonces, esta fue la discusión original, señores senadores. Más instancias de monitoreo y de 
evaluación que las que tuvo el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente durante todo el período 
pasado, creo que no ha tenido ningún otro ámbito del Estado. En primer lugar, había una comisión 
bicameral que convocaba al anterior directorio y al Directorio del Sirpa —después de haber sido creado— 
no menos de una vez al mes. Nos preguntaron, nos visitaron y cada una de las preguntas que hicieron 
fue respondida en las comisiones. La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo participaba cuando quería, sin avisar y sin ningún trámite previo, así como también lo hacían el 
comité contra la tortura de la ONU y el Comité de los Derechos del Niño. Tramitamos, desde el INAU, 
las denuncias que nos llegaban de los propios familiares de los internos. Reitero que no conozco otro 
ámbito del Estado donde exista esa capacidad de monitorear el sistema ni sea tan transparente el 
ingreso, la observación y la documentación de lo que allí se ve. 


Entonces, con respecto a la construcción de las obras, quiero decir que fueron tomándose 
decisiones diferentes a la original, porque los que tienen memoria y participaron de ese proceso 
recordarán —yo estuve presente en esa instancia— que se iba a construir un megacentro que iba a 
albergar a los más de 400 chiquilines, etcétera. Después de eso, la comisión delegada del Sirpa, por 
un conjunto de razones que sería muy largo de explicar aquí —pero que se pueden detallar— decidió 
otra cosa, en el fondo porque, además de las precisiones técnicas, había una urgencia enorme de 
construir y de dar respuesta a las condiciones en que estaban los adolescentes. En vez de una 
megaobra que iba a terminarse vaya a saber cuándo, se fue por el mecanismo de hacer pequeños 
centros. 


El centro del que se dice que se mete la mano y se abre un boquete, se hizo con el mismo 
modelo de construcción que los módulos 10 y 11 del Comcar. Si está mal hecho —hay peritajes que se 
han realizado y que nosotros mismos solicitamos—, nuestra responsabilidad es ir a las empresas y 
exigir que lo hagan bien, que corrijan lo que hicieron mal. Esa fue nuestra primera tarea, pero lo que 
sucede es que resulta que un día, después de que asumieron las nuevas autoridades del Sirpa, 
empezamos a escuchar estas cosas. Algunas obras se inauguraron cinco o seis meses antes de que 
terminara el período anterior y nunca nadie se quejó de ellas. En persona recorrí cada uno de los 
centros con legisladores, con miembros de la comisión y de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo, y nadie dijo que no reunían las condiciones de las 
recomendaciones internacionales, como decía recién una señora senadora aquí. En lo personal, 
anduve buscando para saber cuáles eran esas recomendaciones internacionales para centros de 
adolescentes, pero no existen. También preguntamos a las empresas si las obras reunían las 
condiciones; reitero que las buscamos por todos lados, pero no existen. Quiere decir que esto es algo 
que se dice retóricamente —y suena muy bien— para descalificar, pero no hay tales recomendaciones. 
Además, todo el mundo que vio las condiciones de los centros que se hicieron, dijo que estaban muy 
bien. 


Ahora bien; puede ser que haya una tapa que se puso en un lugar inadecuado o un error 
porque la ventana, en vez de abrir para adentro, lo hace para afuera; obviamente, esas cosas pasan, 
pero suceden en todas las construcciones. He estado en el Directorio del INAU desde 2010 y cuando 
llegué no había obras y ahí sí que había problemas, caos y hacinamiento, porque llegó a haber 800 
adolescentes instalados en la mitad de los recursos edilicios que hoy se tienen. Estoy hablando de que 
con la mitad de los recursos de infraestructura y, también, la mitad de los recursos humanos, se 
gestionó y se logró esto que se acaba de mencionar aquí. 


Entonces, se habla de lo heredado, porque siempre cuando uno tiene poca cosa que 
responder en términos de gestión y no sabe por dónde arrancar, lo más fácil es decir que la culpa la 
tuvo otro. Hace prácticamente un año y medio que ingresó el nuevo Directorio del Inisa y, más allá de 
expresar que todo lo que pasó fue un desastre, podría venir a decir acá qué va a hacer con el desastre, 
por dónde va a arrancar con la cantidad de funcionarios que tiene, con los recursos que hay que 
reparar y que si no se reparan, no pagaremos a las empresas lo que les tenemos que pagar; es claro. 
Además, como ya señalé en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de 
Representantes, si identificamos que hay responsabilidad de tipo administrativa o penal, este directorio 
no tiene ningún problema en hacer la denuncia que corresponda, repito, ningún problema. Lo dijimos 
antes y lo dijimos siempre —termino con esto porque no quiero monopolizar el diálogo-: la decisión de 
hacer una auditoría integral a las obras de Inisa no surge a partir de las denuncias aparecidas en los 
últimos tiempos, sino a partir de la primera vez que alguien cuestionó que todo aquello había estado 
mal, y cuando nos vinieron las intimaciones de pago de las empresas dijimos que no íbamos a pagar 
un peso si no estábamos seguros de que lo que se hizo está bien. Si lo que se les pidió fue A y se 


construyó A, pagaremos lo que corresponde, pero si pedimos A y se construyó A' o B, no se va a pagar. 
Esa fue la razón por la que se hizo la auditoría. 


Además, la auditoría no era solo desde el punto de vista arquitectónico, sino que le 
agregamos los procedimientos administrativos, la forma de pago, es decir, una auditoría integral. No les 
quepa dudas de que tenemos la información, la podemos leer —inclusive, ahora—, y además, si hay 
alguna irregularidad, tanto administrativa como de tipo civil o penal, la vamos a plantear donde 
corresponda. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Otheguy) 
SEÑOR HEBER.- Estamos tratando de llegar a la respuesta —todavía no la tenemos —sobre qué pasó. 


Recapitulemos. Las autoridades del Inisa concurrieron a la comisión y nos dicen que se hizo 
una auditoría. 


(Interrupción del señor Dardo Rodríguez que no se oye). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les pido por favor que no dialoguen. 


SEÑOR HEBER.- Parece que el señor director está más preocupado en deslindar responsabilidad que 
en averiguar la verdad. 


Nadie dice que el director es responsable de nada; nadie lo dice. Entonces, eliminemos ese 
tema. Queremos saber qué fue lo que pasó, qué pasó, tan fácil como eso. El Inisa viene y nos dice que 
hubo una auditoría integral y la auditoría dice que los centros construidos están en malas condiciones. 
Yo entendí que fuimos estafados por las empresas, así lo manifesté en oportunidad de que concurriera 
Inisa y me respondieron que cuando se otorgaron estas licitaciones el Sirpa dependía del INAU le 
hemos trasladado al INAU los informes de la auditoría donde se establecen graves irregularidades, por 
lo que, a nuestro juicio —ustedes no lo pueden decir, yo sí porque me hago responsable de las cosas 
que digo—, fuimos estafados. Esto es según el informe que nos dio el Inisa. 


Ahora bien, frente a ello preguntamos ¿qué sabe el Inisa sobre esta situación de 
irregularidad? ¿Hizo las denuncias? Nos respondieron que no podían contestarnos y que le 
preguntáramos a las autoridades del INAU, pero cuando viene el INAU no queremos saber si fue con 
un legislador, con ediles, con arquitectos, o sobre la historia de la construcción; no, queremos saber si 
frente a la auditoría INAU hizo alguna denuncia. ¿La auditoría constató que hubo graves 
irregularidades? ¿Se hizo la denuncia del tema? No queremos detalles que puedan complicar la 
instancia judicial, queremos saber si se hizo o no la denuncia. ¿Sí o no? Si no hicieron la denuncia, tal 
como parece desprenderse de las manifestaciones del director Dardo Rodríguez, ¿por qué no? ¿Están 
negociando? Si es así, ¿qué están negociando? Si nos estafaron, ante un delito, tenemos la obligación 
de ir al juzgado a hacer la denuncia. Ahora bien; el director no digo que sea el INAU- relativiza lo que 
dijo el Inisa; por sus palabras se desprende que no es tan así, que habrá una parte del edificio que está 
en malas condiciones pero no todo, como surgió de las afirmaciones de las autoridades del Inisa. Aquí 
dijeron que las obras eran inservibles para los fines para los que fueron construidas. Eso fue lo que 
afirmaron las autoridades del Inisa: que no pueden usar esas obras para el fin que tenían. Sin 
embargo, el señor director parece que relativiza esa situación y por eso queremos saber cuál es la 
verdad. ¿La auditoría ratifica lo expresado por el Inisa? Estamos hablando de lo que dijeron las 
autoridades del Inisa y si bien ellos no son arquitectos, afirman que la obra está perdida, que hemos 
perdido USD 20:000.000. Entonces, como decía el señor senador Amorín, estamos buscando recursos 
abajo de las piedras para poder financiar muchas cosas y, por lo tanto, no nos podemos dar el lujo de 
perder USD 20:000.000. ¿Perdimos o no esa cifra? ¿Qué dice la auditoría? ¿Se hizo la denuncia 
penal? En el caso de que no se haya hecho, ¿por qué no se hizo? ¿Qué se está pensando? Se nos 
dice que la obra casi ya se pagó y que queda muy poco por hacer; solamente algunos arreglos y 
accesorios. ¿Se pagó toda la obra? ¿Perdimos? ¿Tenemos alguna defensa? No estoy pidiendo que el 
INAU me diga la estrategia que tiene en el juzgado, pero estoy pidiendo algo simple y claro: que me 
informen a los legisladores sobre cómo está la situación. ¿Es grave? Si es grave, ¿se hizo la 
denuncia? Eso es lo que queremos saber. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Entiendo la necesidad de poder obtener una respuesta por parte de la 
delegación, pero me parece oportuno encauzar esto dentro de los cánones que implica una 
comparecencia ante la comisión; esto no es una interpelación. Llamo a la reflexión para que 
encaucemos esto y podamos avanzar con las respuestas que todos queremos escuchar. El director del 
INAU ha confirmado que se ha realizado una auditoría, que va más allá de lo arquitectónico. 
Seguramente habrá más información para brindar, pero reitero la necesidad de encauzar esto. 


Aquí cada uno podrá tildar qué fue lo que ocurrió, según su análisis, porque los legisladores 
tenemos fueros pero los directores no los tienen y, por lo tanto, no pueden hablar de estafa. Eso lo 
puede hacer algún legislador en su valoración personal, pero no creo que las instituciones puedan 
llegar a ese nivel de tipificación y, mucho menos, si hay procesos que se están llevando adelante, tal 
como ya se informó, incluso en la etapa de la Cámara de Representantes. Termino recordando que no 
estamos en una interpelación, sino que la comisión está analizando la rendición de cuentas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me acaban de informar de la secretaría del Senado que aquí no llegó la 
respuesta al pedido de informes. Por lo tanto, habrá que ver quién está entre el INAU y el Poder 
Legislativo. 


Por otro lado, parte de nuestro interés en averiguar estas cosas es porque, además, aquí en 
el Senado tenemos una comisión investigadora sobre el financiamiento de los partidos políticos y, 
según se informó en la prensa, una de las empresas que trabajó en esto, fue Calpusa, que fue 
contratada en forma directa por el INAU para la reconstrucción del predio del ex Batallón de Caballería. 


Esa empresa después apareció en diversos actos de financiación de un partido político. 
Entonces, también es muy importante saber qué se está haciendo con esa empresa —que apareció 
financiando un partido político, que construyó algo para el INAU y que ahora puede tener algún tipo de 
acción— y si está involucrada en el tema también. Es un asunto muy delicado y es por eso que 
debemos ir al fondo de estas cosas. 


SEÑORA LINDNER.- A cuenta de que son temas muy delicados, cada uno tiene que hacerse 
responsable de sus dichos. 


Nosotros tenemos un informe preliminar de once páginas que, por supuesto, podemos enviar 
a los señores senadores. Básicamente —más allá de que podamos profundizar más— podemos 
informarles que en mayo de 2015, recién asumido este directorio, comienzan a llegar los primeros 
reclamos de pagos de empresas. Justamente, por apenas haber llegado a la gestión, pedimos informes 
a las divisiones de jurídica, de arquitectura y también a la asesoría del directorio para informarnos y 
tomar decisiones al respecto. Ahora vamos a dar un detalle de las empresas, refiriéndonos a algunos 
aspectos generales. 


En agosto de 2015, el directorio de INAU, por oficio 24.915 solicita la auditoría al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas para el análisis del estado edilicio de los inmuebles construidos en el 
edificio del Batallón N.* 9, en el Centro de ingreso y diagnóstico de la calle General Flores, en el Centro 
Ceprili -ubicado en Cufré y Bulevar Artigas— y en el ex hogar Ser, de la Colonia Berro. 


Luego, el 27 de enero de 2016, por Resolución N.* 331, se incorpora el análisis de obra del 
predio La Tablada. 


En setiembre de 2015, también por resolución, se conforma un grupo de trabajo 
interinstitucional para el estudio de la situación de las obras que también —y aquí se reafirma por 
resolución— está integrado por la secretaría letrada del directorio de INAU, por las divisiones 
arquitectura, jurídica y financiero contable y también por los arquitectos del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. 


Quiero señalar que hoy nos estuvo acompañando en parte de esta sesión el arquitecto 
Galcerán, quien formó parte del grupo de trabajo en representación del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Dado que se extendió bastante el análisis de nuestra rendición de cuentas, tuvo que 
retirarse. 


En marzo de 2016, también por resolución, el directorio sintetiza un informe de trabajo a 
partir del cual se resuelve desestimar las solicitudes de pago de costos adicionales de obra por los 
adjudicatarios e intimar a las empresas Calpusa, Tresor y Fedal a culminar las obligaciones pendientes. 
En el informe que se da cuenta, se amplían los aspectos vinculados a este tema de las intimaciones y 
las razones por las cuales, a partir de la auditoría, se intima a las empresas. 


Como resumen y a cuenta de información, que por supuesto es muy amplia, muy compleja y 
muyy difícil de analizar —como se planteaba aquí es necesario analizar también en función de elementos 
que para nosotros son imprescindibles; me refiero a defender al Estado uruguayo y sus recursos—, 
vale decir que acá hay elementos que se van a litigar con las empresas y, por lo tanto, hablamos de 
mucha responsabilidad. Se juegan elementos valorativos en cuanto a si las obras están bien o mal, a 
cómo se hicieron, sobre qué modelos, etcétera, etcétera. Esos son elementos que no coadyuvan al 
momento de generar demandas a las empresas. 


Voy a hacer referencia ahora a los centros del CIED y Ceprili. Como lo planteaba el director 
Dardo Rodríguez, efectivamente se establecieron, a partir de la validación de la administración y del 
propio Parlamento, procedimientos de compra directa especial con invitación a empresas a participar. 
En este llamado para los centros del CIED y Ceprili de la calle Bulevar Artigas, se presentaron cuatro 
empresas y la adjudicataria fue Tresor y Fedal. Aquí tengo los montos generales de obra, con esta 
adjudicación, y lo que se pagó, pero no me voy a extender. Me parece que esta información se puede 
enviar por escrito. También tengo los datos de los pagos retenidos actualmente a esas empresas, y en 
relación a Tresor y Fedal, en este momento estamos en un proceso de intimación para dar 
cumplimiento a las obligaciones pendientes, con fecha 12 de mayo de 2016. Existen actas de 
constatación de los problemas edilicios que realizados por parte de la Unidad Notarial del Sirpa. Esta 
empresa interpuso una demanda, reclamando ajustes parámetricos y trabajos adicionales por un 
monto importante, y en este momento INAU está en la etapa de contestar la demanda e interponer la 
reconversión por los daños y perjuicios causados. 


En relación al centro Colibrí, que está en el ex Batallón n.* 9, se realizó el procedimiento por 
contratación directa con la empresa Calpusa. Tenemos los montos generales de las obras y los pagos 
realizados. En este caso se presentó intimación judicial contra la empresa Calpusa con fecha 23 de 
agosto de 2016 a los efectos de que proceda a reparar las deficiencias constatadas en la obra. Se 
realizó constatación de los problemas edilicios y esta tarea está a cargo de la Unidad Notarial del Inisa. 
Por lo que nos han comunicado, se está llevando a cabo actualmente en conjunto con la división 
arquitectura del propio Inisa. Los pagos que han sido retenidos responden a los trabajos adicionales y 
sus ajustes, por entender que no corresponden al ser modalidad llave en mano. 


SEÑOR AMORÍN.- Quiero agradecer a la señora presidenta por la información que nos está dando, 
que es útil para todos nosotros, sin lugar a ninguna duda. La señora presidenta dice que es difícil y 
para nosotros también lo es, porque la estamos escuchando por primera vez. Me dio la impresión de 
que el señor director nos dijo que el inconveniente era en un solo lugar, es decir que vieron que había 
un lugar donde se podía pasar la mano e indujeron que el resto de las construcciones estaban mal. 
Pero me pareció escuchar que la señora presidenta dijo que había inconvenientes en más de un lugar, 
con dos o tres empresas, por lo menos. 


SEÑORA LINDNER.- Estamos haciendo un racconto de las cinco empresas con las cuales se contrató. 


También están en el informe, pero las salteé, las contrataciones directas que se realizaron al 
amparo del numeral 9) del literal C) del artículo 33 del Tocaf, el Decreto n.* 150/12 y los Decretos n.” 
319/11 y n.* 356/12. 


En cuanto a La Tablada, hubo un procedimiento de contratación directa con la empresa 
Medina y Possamai. En este caso también tenemos los montos totales de obra y los montos que se 
pagaron al 26 de junio de 2015. Luego de esa fecha se solicita pago de facturas por avance de obras y 
la división arquitectura del Sirpa informa que el contrato de obra pública ha sido incumplido por parte 
de la empresa, porque los avances de obra que se pretenden cobrar no coinciden con los avances 
físicos, y se retienen los pagos. Es decir que aquí también hay una retención de pagos a la empresa. 
En setiembre de 2015, la empresa abandona la obra y demanda al INAU en mayo de 2016, por una 
suma importante. Se solicita auditoría al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Hasta ese 


momento se mantuvo un espacio de negociación con la empresa, pero resultó infructuosa. Esto es algo 
relativamente reciente. Se estaba negociando con la empresa la finalización de la obra y estamos 
evaluando las medidas a tomar. 


Con relación a las obras en el exhogar Ser, de la Colonia Berro, también se realizaron 
procedimientos por compra directa, especial, con invitación a empresas a participar. Se presentaron 
tres empresas. Los trabajos eran de ampliación, con modalidad de contratación de precio-proyecto por 
el sistema llave en mano, y reparaciones sanitarias y eléctricas. La adjudicataria fue la empresa 
Filipiak. Hasta el momento se pagó aproximadamente la tercera parte de los montos totales de obra. 
Me acotan acá que con esta obra no ha habido problemas. Está en proceso y no se ha finalizado el 


pago. 


SEÑORA ALONSO.- Haciendo referencia a La Tablada, que también tuvo dificultades, hoy preguntaba 
si está inhabilitada. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Dardo).- No está terminada. Está suspendida la obra. 
SEÑORA ALONSO.- ¿O sea que no hay nadie en La Tablada? 
SEÑORA LINDNER.- Me aclaran que en el caso de La Tablada la empresa suspendió la obra. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Fernando).- La empresa Medina y Possamai suspende la obra cuando 
nosotros no accedimos a hacer un pago por avance de obra. Entendíamos que no correspondía. 
Nosotros no pagamos y la empresa suspendió las obras. 


SEÑORA LINDNER.- Voy a mencionar básicamente algunos aspectos, pues leer todo pero nos parece 
excesivo porque son unas cuantas páginas. 


Sí queremos trasmitirles que con relación a los informes presentados por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y el grupo de trabajo, creado por el directorio, se concluyen algunos 
aspectos que tienen que ver con la falta de adecuación de las propuestas presentadas por las 
empresas oferentes con respecto a las especificidades del programa y varios aspectos sustanciales de 
las obras que no fueron bien ejecutados por parte de las empresas adjudicatarias. Cada uno de los 
llamados son diferenciales y, por lo tanto, los procesos a llevar adelante también son diferenciales. 
Esto se está llevando adelante con los equipos técnicos de arquitectura, jurídicos, contables de la 
institución, con responsabilidad, con las complejidades que cada uno de estos temas tiene, porque son 
obras diferentes, con problemas diferentes; pero básicamente tenemos las auditorías que revelan 
algunos de los problemas constructivos por cada una de las obras, se están haciendo las 
constataciones, y consideramos, como administración, que debemos litigar con las empresas. 
Debemos reclamarle a las empresas sus incumplimientos y se están haciendo los procesos 
administrativos y judiciales necesarios para ello. 


Con referencia a otros procesos que tienen que ver con la discusión, como dilucidar si hay 
que reparar la infraestructura existente o hay que construir, nosotros en eso no vamos a opinar. 
Creemos que esas son decisiones de las autoridades actuales de la institución y las respetamos. Por lo 
tanto, básicamente sí hay elementos que son de responsabilidad de este directorio y que están 
sostenidos sobre la base de procesos administrativos y legales. Son procesos que requieren sus 
tiempos. Pero, efectivamente, de estas constataciones se visualizan problemas constructivos que el 
Estado uruguayo, a través de nuestra institución, tiene que reclamarle a las empresas constructoras, y 
en eso estamos, señores senadores. 


SEÑOR HEBER.- Yo le quiero agradecer a la presidenta del INAU la información brindada. Esto es lo 
que queríamos. Disculpe la ansiedad, pero resulta que dábamos vueltas y vueltas y no nos daban la 
información. Es por esta razón que yo le quiero agradecer a la presidenta del INAU la información 
brindada, porque es muy útil. Esto, de alguna manera, demuestra que la auditoría que hizo el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas y las afirmaciones que hizo el Inisa son ciertas. En definitiva, las 
edificaciones no están en condiciones y tampoco están siendo ocupadas y, por lo tanto, a la brevedad 


tendremos una instancia de denuncia por parte del Estado para defender lo que de alguna manera fue 
otorgado. 


Me quedaron dos conceptos por expresar: las obras fueron mal adjudicadas y mal 
ejecutadas, porque si bien la modalidad es llave en mano, indudablemente no se cumplió con las 
expectativas de la administración y estamos en un lío. Nadie se alegra de ese lío y nadie reprocha, 
pero sí me parece que tenemos que estar muy atentos ante este caso. La señora senadora Alonso me 
mostraba recién afirmaciones del director Dardo Rodríguez en cuanto a que se habían dado diez días 
de intimación y luego se daría el paso siguiente, que creo es la constatación para hacer las denuncias 
del caso. Ya pasaron los diez días y supongo que ya se habrá intimado y se estará verificando la 
situación para que se hagan las denuncias correspondientes. Nadie desea estas situaciones, se deben 
defender los intereses del Estado y de todos los contribuyentes. Eso es lo que nos preocupa. 


Repito que agradezco a la presidenta del INAU por habernos dado una pormenorizada 
información que, después, iremos revisando. Por supuesto, estamos a la espera de informes 
agregados que puedan profundizar en esta situación que nadie deseó, pero sobre la que existen 
responsabilidades en cuanto a quien adjudicó y no controló en debida forma dentro de la 
administración. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Simplemente creo que la información brindada, por un lado, esclarece una de las 
preocupaciones que había quedado en la comisión en torno a la información que dieron las autoridades 
del Inisa en su comparecencia. Pienso que esa preocupación en cierta manera ha estado acrecentada 
porque hubo consideraciones que, a mi criterio, van más allá de la propia obra y de los centros por los 
que se la contrató. Se llegó a decir que en los 18 centros, que son todos diferentes pero con la misma 
situación de pobreza interna, se cumple con los estándares internacionales. Considero que acá somos 
varios los señores senadores que en esta legislatura y en la anterior visitamos diferentes institutos del 
Sirpa, hoy Inisa. En la Colonia Berro se han recuperado algunos lugares y hay hogares que, realmente, 
están en muy buenas condiciones, tal como lo han reconocido las comisiones que tenían que cumplir 
ese rol, según ha dicho el director Rodríguez. Tal vez se magnificaron las preocupaciones. Acá la que 
se volcó fue una información muy fuerte, muy completa, que en realidad excedió a los problemas que 
informan las autoridades. 


También se habló de que en el Inisa hay un árbol genealógico de familiares entre los 
funcionarios. Creo que eso también nos genera una preocupación que a futuro deberemos afrontar, 
esclareciendo esas situaciones. La verdad es que todos tenemos interés en que el Inisa pueda salir 
adelante con su gestión y, fundamentalmente, que el INAU quede fuera de esta preocupación para que 
pueda desarrollar todos los programas que en su intervención inicial, tanto la presidenta como los 
demás miembros del directorio, detallaron en este ámbito. 


Esa era la constancia que quería dejar. 


SEÑORA ALONSO.- Agradezco la información proporcionada por la señora presidenta del INAU; de 
todas formas, me quedo con un sabor amargo. No podemos enterarnos después de que, como 
resultado, pasamos raya, mientras tenemos obras en las que, una no está habilitada, otras no 
funcionan y definitivamente se fueron USD 20:000.000. 


Como dije al principio de mi exposición, hay responsabilidades. Sin ánimo de identificar o 
individualizar, pero en esta delegación que está compareciendo hoy hay dos integrantes del directorio 
del Gobierno pasado. Me refiero al director Dardo Rodríguez y al director Jorge Ferrando —quien se 
acaba de retirar hace unos minutos—, el vicepresidente y el director, respectivamente. ¡Hay 
responsabilidades! Alguien se tiene que hacer responsable de estas situaciones. No puede ser que se 
diga que se harán las investigaciones —y no dudo de la buena voluntad— pero tiramos USD 20:000.000 
y las obras no están. Así me lo confirmó el director Fernando Rodríguez. 


Por ejemplo, La Tablada —-sea porque la empresa no siguió las obras— está inhabilitada. 


Sinceramente, vuelvo a decir que aquí hay responsables, ya sea porque el organismo que 
recibió la obra, la recibió mal; la empresa no cumplió o el proyecto no estuvo bien presentado. 


Quiero reafirmar el concepto pronunciado por el señor senador Heber: ¡nos estafaron! Como 
integrante de la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión, tuve oportunidad de escuchar a todas 
las autoridades del INAU decir que estas instituciones, que estos centros eran casi hoteles cinco 
estrellas. Hoy resulta que varios de estos centros no funcionan. 


Con la mayor honestidad quiero decir que esto no puede quedar simplemente en «vamos a 
hacer» o «hicimos la auditoría». Aquí se han planteado las recomendaciones llevadas a cabo por un 
grupo de trabajo, pero es fácil sacarse el fardo de encima. 


Insisto: ¡acá hay responsables! Hay responsables políticos que tomaron decisiones y esa es la 
realidad. Como dijimos en varias oportunidades, aquí se viene a pedir recursos, con metas, con 
objetivos y con resultados, porque son dineros públicos y se gestionó mal. Hay que decirlo también: se 
gestionó mal porque el resultado es que hay obras que no funcionan. Y vuelvo a decir que de tres 
integrantes, dos siguen formando parte de esta institución. 


Señor presidente: me quedo con un sabor amargo. Entiendo a la señora presidenta cuando 
habla del desafío que tiene por delante, pero me parece que esto es grave y no puede quedar así. 
Creo que se va perdiendo la confianza y la credibilidad justamente de una institución a la que, 
queremos, sea modelo, pero con estas gestiones y actitudes es difícil lograrlo, no por lo que piensa la 
gente, sino por lo que hacen acá. 


En lo personal no quiero ser responsable otra vez de destinar recursos para que, dentro de 
cinco años, me digan: «bueno, no funcionaron» y miramos para el costado y nadie se hace cargo. 


Sinceramente creo que en esto todos —no se trata de partidos políticos— tenemos que asumir 
las responsabilidades de lo que hacemos con los dineros públicos. Se le perdió el respeto a la plata, a 
la plata ajena que es de todos. ¡USD 20:000.000! Y hoy se vuelve a pedir para volver a hacer otras 
obras. 


No sé si el director Dardo Rodríguez quiere hacer alguna reflexión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La mesa consulta a la señora senadora si terminó su intervención. 
SEÑORA ALONSO.- Así es, señor presidente. 


SEÑOR AMORÍN.-La señora presidenta del INAU leyó en forma parcial el informe. Naturalmente, lo 
quisiéramos conocer a fondo. Por eso, pregunto si es posible que nos dejen una copia. 


SEÑORA LINDNER.- Sí, señor senador, no sin antes señalar un elemento que nos parece también de 
responsabilidad pública: nosotros estamos en medio de un proceso administrativo y judicial. Las 
afirmaciones que se hacen contienen juicios de valor. Esos juicios de valor, pueden atentar contra los 
propios intereses públicos. Este es un elemento de preocupación. Sin duda, cada uno tiene sus 
valoraciones, sus opiniones, y también sus intereses, pero básicamente pienso que es muy importante 
que, así como el ser servidores públicos requiere responsabilidad, transparencia y que se haga pública 
la información que sea necesaria, manejemos toda esta información con la responsabilidad que implica 
estar en un proceso de defensa del interés público, a través de procesos que estamos llevando a cabo 
con las empresas contratadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, harán uso de la palabra los señores senadores y después el 
directorio puede hacer las consideraciones pertinentes. 


En todo caso, sugiero que la señora presidenta haga las consultas dentro del organismo en 
cuanto a si es conveniente para la estrategia judicial que ese informe se haga público, pues desde el 
momento en que se entrega pasa a ser público, salvo que se pida la reserva. Si es posible, se entrega 
a la Cámara de Senadores y se distribuye. 


SEÑORA AYALA..- El INAU es el último de los incisos que nos vienen a visitar con vistas al tratamiento 
de la rendición de cuentas. 


Antes que nada, quiero decir que comparto la voluntad de velar por los recursos públicos; me 
parece muy bien. Comparto la preocupación por los menores, los niños y los adolescentes de nuestro 
país. Pero muchas veces no comparto las formas que tenemos de decir las cosas en este ámbito. 
Considero que lo mejor es hacer los planteos en un diálogo fraterno y más aun tratándose de un 
ámbito como este, en el que tenemos que propiciar las conversaciones y tejer redes de confianza. 
Aprovecho para manifestar mi plena confianza en el trabajo que están haciendo y en que se va a llegar 
a buen término. 


A veces, en los espacios ejecutivos se toman decisiones y se realizan obras que, por cierto, 
tienen sus idas y vueltas. En ocasiones, como en este caso, se deben enfrentar juicios por el no pago 
de avances de obra y porque así lo determinó la institución, lo que puede no gustarles a todas las 
empresas. 


En síntesis, quiero compartir mi confianza al directorio del INAU, mi agradecimiento por toda 
la información aportada, por todas las respuestas, por la tolerancia y la paciencia. Sé que están 
abiertos a brindar la información que desde aquí se requiera. 


También comparto lo que manifestaba el señor presidente en cuanto a que primero deben 
consultar con el ámbito jurídico de la institución para luego enviar la información que entiendan 
pertinente. Después podremos conversar mano a mano para que nos den más información, si así lo 
amerita. 


En lo que esté en mí y en esta bancada cuenten con nuestro apoyo y con el trabajo que sea 
necesario, más que nada teniendo en cuenta a los gurises, más allá de ustedes, integrantes del 
directorio o de nosotros, senadores. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MOREIRA.- Respecto de esta información que se extrae del acta de una comparecencia en 
la que se habla de USD 20:000.000, debo decir que me parece que hay que ser bastante más preciso 
con la información porque son cinco obras, cinco empresas y hay un costo de presupuesto. A mí esos 
números no me dan, pero un número sacado de un acta que es de USD 20:000.000 me parece muy 
grueso para la índole del problema que tenemos entre manos. 


Creo que la presidenta del INAU ha sido muy cuidadosa al dar la información y quiero brindar 
mi respaldo a esa institución. Cualquiera que haya enfrentado el problema de la obra pública entre 
empresas y el Estado, sabe los líos que se arman, incluso en una construcción particular. Quiero 
respaldar el hecho de que el INAU está defendiendo la plata del Estado con estas intimaciones y con el 
no pago por costos de obras que no se hicieron o se ejecutaron mal. Quiero respaldar al INAU en esto 
que está haciendo, porque no es fácil que el Estado entre en conflicto con varias empresas 
contratadas, y eso es lo que nos deja en esta situación. El INAU podría haber cedido, podríamos haber 
gastado muchísima más plata, podríamos haber hecho la vista gorda respecto de cosas que están mal, 
pero creo que este instituto fue muy riguroso e inflexible con relación a esto. Es por eso que creo que 
las obras están paradas. 


Recién hablábamos con la exintendenta Ayala acerca de que las obras del Estado con las 
empresas constructoras han sido un problema. Durante los últimos cinco años nos hemos pasado 
discutiendo sobre los problemas de la obra pública en la educación, porque las obras han costado 
muchísimo más y ha habido llamados desiertos. Creo que todos somos conscientes de estas 
dificultades. Nadie quiere lucrar con estas dificultades —no creo que esté en el ánimo de ninguno de los 
legisladores— y pienso que la oposición tiene todo el derecho del mundo de pedir información, pero 
ésta debe ser dada de una manera responsable para cuidar la responsabilidad del Estado en un 
momento en que están bastante judicializadas algunas de estas relaciones entre el Estado y las 
empresas. 


Pienso que podemos llegar a un buen punto entre las necesidades de información de la 
oposición y la necesidad del INAU de salvaguardar sus procesos judiciales, sus intimaciones y sus 
procesos de negociaciones en el caso de que los haya. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Voy a ser muy breve, porque comparto lo expresado por la señora senadora 
Moreira. 


Insisto en que aquí hay un proceso que se está realizando de forma clara y responsable para 
encontrar las soluciones. En este país hay responsabilidad decenal en las obras y tramitarlo lleva su 
tiempo. Creo que lo que hoy ha informado el INAU es que está en camino de que se verifiquen los 
procesos para que se reclame a quien corresponda. Entiendo que aquí nadie mira para el costado; 
nadie tira esta realidad a una bolsa sin fondo. Creo que la responsabilidad política del Directorio del 
INAU ha sido conferida por el Parlamento nacional al votar las venias de sus tres miembros. Por tanto, 
lo que resta es auspiciar a que no solamente se cuiden los recursos públicos, sino que a la brevedad 
se pueda contar con estos espacios públicos que son mucho mejores —insisto, mucho mejores— que los 
que había en otro momento. Damos nuestro respaldo porque lo que indica la realidad es que hay un 
proceso en el cual los organismos del Estado intentan ser cada vez más competentes en la adquisición 
de bienes o servicios; esto es tema permanente de debate cuando discutimos la ley de compras 
públicas o los procesos de adquisición. Muchas veces se critican cuando son lentos y demoran las 
licitaciones, pero cuando se quieren agregar elementos de celeridad para que haya menores plazos 
aparece la pérdida de garantías. En este caso hay responsabilidad de trabajo para solucionar una 
situación que a nadie le gusta. Esto surgió de una información muy de perdigonada —como se dice 
comúnmente-—, ya que se tiraron al vuelo muchos comentarios que fueron pocos precisos, y en ese 
caso no se pidió tanta precisión como se pide ahora a la respuesta del INAU. 


Esto es cuanto quería señalar y agradezco la información brindada. 


SEÑORA ALONSO.- No se habla al voleo, como dijo la senadora Moreira, de USD 20:000.000. Acá 
hay algo claro: el Presupuesto Nacional otorgó $ 600:000.000 a estas obras y $ 600:000.000 equivalen 
a USD 20:000.000. Nos podrá gustar o no, y el senador Pardiñas habla de no sé cuántas obras, pero lo 
cierto es que se destinaron USD 20:000.000 a obras. 


SEÑOR PARDIÑAS..- Ahí está la granja... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que no dialoguen. Este no es un debate entre los senadores. Vamos a 
tener la oportunidad de debatir estos temas en la comisión y en el Senado, y vamos a repetir estos 
argumentos y muchísimos más, por lo que pido que facilitemos la culminación de esta jornada de 
trabajo en paz, como corresponde. 


SEÑORA ALONSO.- Me quedo con algo que dijeron las autoridades del directorio del INAU, 
especialmente el director Rodríguez, en la comparecencia a la Cámara de Representantes: si no 
tenemos la capacidad de resolver este tema con los recursos que tuvimos, efectivamente fracasamos. 
Una de las principales autoridades —de los tres integrantes del INAU- reconocía el fracaso. Reitero lo 
que dijo: si no podemos resolver con los recursos que tenemos, fracasamos. 


Simplemente agrego que es verdad que hubo una comisión bicameral que analizó el tema y 
llevó un proceso. Lo conversaremos con los compañeros de nuestro partido y de los otros partidos 
políticos, pero seguramente habrá que investigar mucho más en este tema. Queremos dejar constancia 
en la versión taquigráfica de que queremos investigar. Así como hubo una comisión bicameral para 
analizar el proceso que se dio, ahora queremos que se investigue y seguramente el INAU sea 
favorable a que se haga, porque creo que le hace bien a la institución para, justamente, preservar esa 
fortaleza institucional que creo que el INAU quiere mantener y, sobre todo, para cambiar esa visión que 
tenemos, que difícilmente se pueda revertir con esta gestión que hemos tenido. 


Queríamos dejar constancia en la versión taquigráfica de que seguramente vamos a 
proponer en esta Casa que se investigue. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cedo el uso de la palabra al directorio para que haga las consideraciones 
finales. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (FERNANDO).- En principio, creo que es muy bueno que el Parlamento se 
ocupe de estos temas, así como de todos los que tienen que ver con los procesos de transparencia y 
contralor del uso de los recursos. 


En lo personal, veo que hay expresiones que se ponen del lado nuestro, pero también 
escucho expresiones que se ponen en la vereda de enfrente. Me parece que ahí perdemos la 
oportunidad de hacer juntos una tarea que es necesaria: la búsqueda de la verdad y de 
responsabilidades y la recuperación de las obras. Por un lado se agradece la información y, por otro — 
esta es una opinión personal-, se nos ataca y se nos dice que esta gestión no va a conducir a nada. 
Seguimos afirmando que esta gestión va a conducir a encontrar la verdad. Si mañana sale un titular en 
el diario que dice que se perdieron USD 20:000.000, es mentira. Eso no es cierto. Hay edificios que 
están parados; hay edificios que están ocupados por los chiquilines, pero que no están en condiciones 
y hay que repararlos. Hay una obra detenida porque no estamos de acuerdo con la exigencia de la 
empresa, con el pedido según el avance de obra que calcula la empresa, por lo que suspendimos los 
pagos. Esa plata está y va a permitir terminar con La Tablada. El ex hogar Ser de Colonia Berro es 
parte de esos USD 20:000.000 y no tiene ningún problema; es una obra que continúa y que se va a 
terminar. O sea que hay USD 20:000.000 que están en edificios. No sé cuánto va a salir la reparación, 
pero lo que sí debo decir —y me hago cargo de lo que digo- es que no son un caos las obras. Están 
mal ejecutadas en parte de su desarrollo constructivo y esa es la responsabilidad que estamos 
buscando. Queremos revertir la situación, pero necesitamos que el Parlamento nos acompañe. Hay 
que buscar responsabilidades, pero eso hay que hacerlo después de clarificar y de tener la verdad de 
qué es lo que pasó. 


Un centro de reclusión no se destruye solamente porque esté mal construido; también se 
destruye si no hay un clima favorable con los chiquilines adentro. 


SEÑORA LINDNER.- Quisiera que la directora general, Isabel Soto, hiciera algunas precisiones con 
relación a los fondos. 


SEÑORA SOTO.- Simplemente quiero puntualizar y clarificar algunos elementos que tienen que ver 
con los montos, es decir, dónde surgen y cómo se componen esos USD 20:000.000. 


En principio, por decreto del Poder Ejecutivo del año 2012, se autoriza un gasto de $ 
300:000.000. Al año siguiente, por el artículo 325 de la Ley n.” 19149, se autorizan $ 150:000.000. De 
esta forma se componen estos $ 450:000.000 que, a cotización del dólar a $ 20, nos darían esos 
USD 20:000.000 a los que se está haciendo referencia. 


Estos $ 450:000.000 se fueron ejecutando a partir del año 2012 y continuaron en los años 
2013, 2014 y 2015 con diferentes montos en cada año, llegando a un total ejecutado de $ 331:000.000. 
Hay un saldo remanente aun no ejecutado de $ 118:000.000. Cabe agregar que lo no ejecutado se 
pasaba al año siguiente, por lo que de los $ 450:000.000 restan por ejecutar $ 118:000.000. 


Complementando lo que decía el director Rodríguez, efectivamente, los distintos centros, 
salvo el de La Tablada, están siendo utilizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al Directorio del INAU su comparecencia en el día de hoy. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 19:49). 
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